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Con la sentencia de la Corte Constitucional T-388 de 2013 se declaró el estado de cosas inconstitucional 

en el sistema penitenciario y carcelario por las condiciones en la que estaban viviendo los reclusos, razón 

por la cual se expidieron órdenes y mandatos generales y específicos para poder sobre pasar la situación. 

Asimismo, en el año 2015, la Sentencia TP762 reiteró el estado de cosas inconstitucional. Con la sentencia 

T- 388 del 2013 se realizó un recuento de los derechos que le son violados a las personas que se encuen-

tran en los establecimientos carcelarios, enfatiza en la protección diferenciada que se le debe dar a esos y 

define el problema de la situación penitenciaria y carcelaria como un problema estructural y complejo. La 

sentencia T - 762 del 2015, además de reiterar el estado de cosas inconstitucional de la sentencia T P 388 

del 2013, expuso que el gran aumento del hacinamiento en estos centros penitenciarios equivale a una 

política criminal reactiva, populista, poco reflexiva, etc.  

 

El presente informe se centra en analizar la situación carcelaria nacional, a partir de algunos puntos espe-

cíficos: (i) derechos de las mujeres privadas de la libertad, (ii) derecho a un trato digno y respetuoso, (iii) 

presunción de inocencia, (iv) derecho a la vida, (v) garantía de no sometimiento a tortura, tratos crueles, 

inhumanos o degradantes y (vi) derecho a la libertad y seguridad personal. 

 

Derechos de las mujeres privadas de la libertad 

Uno de los puntos resaltados por la Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil, en su estudio de las 

situaciones que se viven en los establecimientos penitenciarios es la falta de protección diferenciada que 

se le da a las poblaciones, como es el caso de las mujeres privadas de la libertad en Colombia. Lo anterior 

se debe principalmente a que la población masculina es quien domina la problemática carcelaria, al ser 

los hombres quienes predominan en los establecimientos carcelarios y penitenciarios. En este orden de 

ideas, por lo general, las reformes institucionales y la ampliación de los establecimientos penitenciarios se 

hacen con base en las necesidades de la población masculina privada de la libertad, con la idea de que al 

haber predominio cuantitativo de esta población hay una justificación a priorización de sus necesidades, 

dejando de lado las necesidades y cuidados especiales que necesitan las mujeres (Ariza e Iturralde, 2015).  

 
Si bien como se mencionaba anteriormente, la población femenina es invisible para los estudios y refor-

mas penitenciarias, la realidad es que un gran número de la población femenina se encuentra recluida en 

los establecimientos carcelarios sin recibir los servicios y tratos básicos necesarios para vivir una vida dig-

na. Entre los años 1990 y 2013 la población reclusa femenina ha aumentado significativamente, pues de 

1,998 ƀƈŽŸƅŸƆ ŷŸƇŸƁżŷŴƆ ŸƁ Ÿſ ŴǩƂ 1990, ƃŴƅŴ Ÿſ ŴǩƂ ŷŸſ 2013 ſŴƆ ƀƈŽŸƅŸƆ ŷŸƇŸƁżŷŴƆ ŸƅŴƁ 8,579, ſƂ ŶƈŴſ 

equivale a un aumento de la población reclusa femenina del 329.3% (Ariza e Iturralde, 2015). Para el 31 

de enero del año 2017, dentro de la población carcelaria aproximadamente 7.849 son mujeres, es decir, 

un 6.6% de la población. 
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La cifra mencionada anteriormente es 5.5 veces mayor que la cifra de mujeres privadas de la libertad 

hace 25 años. De un total de 141 centros de reclusión a cargo del INPEC, únicamente seis se encuen-

tran exclusivamente diseñados para mujeres los cuales se encuentran en Bogotá, Bucaramanga, Perei-

ra, Armenia, Popayán y Manizales. No obstante, en todos los establecimientos penitenciarios las muje-

res se encuentran condiciones infrahumanas con hacinamiento y falta de cuidados especiales. Se debe 

tener en cuenta, según un estudio realizado por la Universidad Nacional, que el 90 % de las mujeres de 

las cárceles de Bogotá, Medellín, Cali y Cúcuta son madres y de estas el 51,6 % tuvo su primer hijo 

cuando eran menores de edad (El Heraldo, 2017). Asimismo, en el segundo informe realizado por la 

Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil, se evidencia, según información recibida por el INPEC, 

el bajo nivel de participación que tienen las mujeres privadas de la libertad en los programas de inclu-

sión social de las cárceles. En el mes de febrero de 2016, 92.311 personas se vincularon a estos progra-

mas, no obstante, únicamente 7.020 de estas personas eran mujeres. (Segundo informe de la comisión 

de seguimiento de la sociedad civil a la sentencia T-388 de 2013 de la Corte Constitucional) 

 

Si bien en 37 centros de reclusión, las mujeres se encuentran en pabellones separados de los pabello-

nes de los hombres, estas se ven obligadas a compartir espacios y servicios con los estos últimos, quie-

nes son un número considerablemente mayor, lo cual trae consecuencias desfavorables para la pobla-

ción femenina, pues se encontrarán en una situación de desventaja frente a los hombres para tener ac-

ceso a espacios, servicios adecuados y programas de resocialización. Ahora bien, volviendo al tema de 

los establecimientos carcelarios especiales para mujeres, se debe tener en cuenta que estos al ser úni-

camente seis, tienen dentro de estos al 42, 5% de la población privada de la libertad femenina lo cual 

conlleva a que haya un alto índice de hacinamiento dentro de estos, aproximadamente del 86% (Ariza 

e Iturralde, 2015).  Asimismo, se debe tener en cuenta que la privación de la libertad como medida de 

aseguramiento afecta en gran medida las condiciones de hacinamiento, para junio del año 2017 el 

30% ŷŸ ſŴ ƃƂŵſŴŶżǫƁ ƄƈŸ ƆŸ ŸƁŶƂƁƇƅŴŵŴ ŸƁ ſƂƆ ŸƆƇŴŵſŸŶżƀżŸƁƇƂƆ ƃŸƁżƇŸƁŶżŴƅżƂƆ, ƆŸ ŸƁŶƂƁƇƅŴŵŴ ƅŸŶſƈżŷŴ 

preventivamente (Tercer Informe de Seguimiento, Comisión de Seguimiento de la Sentencia T-388 de 

2013). ťƂ ŴƁƇŸƅżƂƅ ŴŹŸŶƇŴ ƇŴƁƇƂ Ŵ ŻƂƀŵƅŸƆ ŶƂƀƂ ƀƈŽŸƅŸƆ ƃƈŸƆ ſŴ ƃƅżƉŴŶżǫƁ ŷŸ ſŴ ſżŵŸƅƇŴŷ ŶƂƀƂ ƀŸŷżŷŴ 

de aseguramiento es utilizada para todos, afectando las condiciones de todos los reclusos que se en-

cuentran en los establecimientos carcelarios como se muestra a continuación. La Defensoría del Pue-

blo respondiendo al derecho de petición enviado por Dejusticia, entrego unas cifras según las cuales:  

MŸſ 84,8% ŷŸ ſƂƆ ŶŴƆƂƆ ŷŸ ŻƂƀŵƅŸƆ ŶƂƁ ŷŸŹŸƁƆƂƅ ƃǱŵſżŶƂ (70.417 ŷŸ 83.009) ƅŸŶżŵżŸƅƂƁ ƀŸŷżŷŴƆ 

de aseguramiento y el 82,7% de los casos de mujeres (6.454 de 7.803) recibieron estas medidas. 

En los casos de mujeres acusadas por los delitos de drogas (art. 376 del Código Penal) y repre-

sentadas a través del SNDP, en un 84,7% se impusieron medidas de aseguramiento (2.419 ca-

sos, de 2.860), mientras que dichas medidas fueron usadas en un 77,1% de los casos de hombres 

(10.994 ŶŴƆƂƆ, ŷŸ 14.262).N (ŭŸƅŶŸƅ ŢƁŹƂƅƀŸ ŷŸ ŬŸźƈżƀżŸƁƇƂ, ŜƂƀżƆżǫƁ ŷŸ ŬŸźƈżƀżŸƁƇƂ ŷŸ ſŴ 

Sentencia T-388 de 2013 
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Teniendo en cuenta los datos mencionados anteriormente, es posible concluir que las mujeres no 

cuentan con espacios suficientes para ellas, no cuentan con un trato específico acorde con sus nece-

sidades, las cuales son claramente diferentes a las de los hombres, ya que en últimas el sistema peni-

tenciario en Colombia únicamente tiene como enfoque el sistema penitencial de los hombres. 

 

En el segundo informe realizado por la Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil, se evidencia, 

según información recibida por el INPEC, el bajo nivel de participación que tienen las mujeres priva-

das de la libertad en los programas de inclusión social de las cárceles. En el mes de febrero de 2016, 

92.311 ƃŸƅƆƂƁŴƆ ƆŸ ƉżƁŶƈſŴƅƂƁ Ŵ ŸƆƇƂƆ ƃƅƂźƅŴƀŴƆ, ƁƂ ƂŵƆƇŴƁƇŸ, ǱƁżŶŴƀŸƁƇŸ 7.020 ŷŸ ŸƆƇŴƆ ƃŸƅƆƂƁŴƆ 

eran mujeres. (Segundo informe de la comisión de seguimiento de la sociedad civil a la sentencia T-

388 ŷŸ 2013 ŷŸ ſŴ ŜƂƅƇŸ ŜƂƁƆƇżƇƈŶżƂƁŴſ) ŜƂƁ ſƂƆ ŷŴƇƂƆ ƀŸƁŶżƂƁŴŷƂƆ, ſŴ ŜƂƀżƆżǫƁ ŷŸ ŬŸźƈżƀżŸƁƇƂ ŷŸ 

la Sociedad Civil concluyo que está claro el desbalance existente entre la inserción de hombres y mu-

jeres en los programas de inclusión social en los establecimientos penitenciarios.  

 

En el segundo informe realizado por la Comisión mencionada, en el cual participó la Corporación 

Humana, se constató la gran crisis de salud por la que pasaban los hombres y las mujeres que se en-

contraban en los establecimientos penitenciarios. No obstante, se encontró que esta crisis afecta en 

una mayor medida a las mujeres en lo relacionado con la salud sexual y reproductiva, pues a partir de 

las investigaciones realizadas se puede constatar la falta de médicos especialistas, tratamientos es-

pecíficos, provisión y seguimiento de métodos anticonceptivos. Asimismo, exámenes de suma impor-

tancia como lo son las citologías, son guardados en las historias clínicas, sin que previamente se in-

formen a las reclusas los resultados de estos, con lo cual también se les vulnera el derecho a la infor-

mación.  Por otro lado, la Comisión encontró que la provisión de servicios obstétricos a estas mujeres 

refleja una manera clara la discriminación que sufren como, por ejemplo, con la falta de credibilidad 

del testimonio cuando estas se encuentran en estado de embarazo o cuando tienen complicaciones 

del mismo, recibiendo así atenciones inadecuadas o no recibiendo ningún tipo de atención en algu-

nos casos. En conclusión, la Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil constato que al igual que 

como se encontró en el primer informe realizad, en los establecimientos penitenciarios no hay un 

enfoque diferencial en el tratamiento a las mujeres, pues se está frente a un entorno penitenciario 

que totalmente masculino, donde ni si quiera les otorgan a las mujeres los elementos básicos para sus 

necesidades como mujeres, como lo son las toallas higiénicas.  

 

Por otro lado, se debe tener en cuenta que el 53% de las mujeres que se encuentran privadas de la 

libertad en Colombia son madres cabezas de familia cuyos hijos tienen en promedio entre 4 y 10 

años de edad (Ariza e Iturralde, 2015).  A continuación, se muestra la cantidad de madres lactantes, 

madres gestantes y madres con hijos en prisión desde el año 2003 al año 2011: 
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Teniendo en cuenta lo anterior, los centros de reclusión para mujeres deberían estar dotados de un 

ambiente apropiado para que los niños menores de tres años puedan vivir con sus madres en unas 

condiciones dignas, donde tengan un acceso adecuado a guarderías, salud, alimentación y educa-

ción. Como consecuencia de lo anterior, los hijos de las mujeres privadas de la libertad terminan 

sufriendo junto a sus madres los castigos impuestos al estar privadas de la libertad, lo que poste-

riormente tendrá un impacto negativo en su desarrollo y bienestar a mediano y largo plazo. (Ariza e 

Iturralde, 2015).  Así, la inadecuada infraestructura de los centros penitenciarios para las mujeres 

termina afectando de igual forma a sus hijos, especialmente en los pabellones que se encuentran 

en los centros de reclusión masculinos donde los niños no tienen un servicio de guardería. Lo ante-

rior, a su vez va ligado con una menor posibilidad de resocialización de las mujeres como ya se ha-

bía mencionado, ya que, al no tener una guardería para sus hijos, se tienen que quedar con estos 

por lo cual no pueden acceder a los programas de estudio o trabajo ofrecidos, ya que no existen 

programas que estén diseñados especialmente para ellos y sus necesidades (Hernández, 2018). Así, 

en el segundo informe realizado por la Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil, se evidencia, 

según información recibida por el INPEC, el bajo nivel de participación que tienen las mujeres pri-

vadas de la libertad en los programas de inclusión social de las cárceles. En el mes de febrero de 

2016, 92.311 ƃŸƅƆƂƁŴƆ ƆŸ ƉżƁŶƈſŴƅƂƁ Ŵ ŸƆƇƂƆ ƃƅƂźƅŴƀŴƆ, ƁƂ ƂŵƆƇŴƁƇŸ, ǱƁżŶŴƀŸƁƇŸ 7.020 ŷŸ ŸƆƇŴƆ 

personas eran mujeres. (Segundo informe de la comisión de seguimiento de la sociedad civil a la 

sentencia T-388 de 2013 de la Corte Constitucional). 

 

Asimismo, las actividades de los centros penitenciarios para las mujeres no responden a las inclina-

ciones y actitudes de estas o las necesidades que tienen para integrarse al mercado laboral cuando 

cumplan su pena. Por el contrario, las actividades ofrecidas por los centros penitenciarios están di-

rectamente relacionadas a la imagen tradicional de las labores que les corresponden a las mujeres 

para cumplir su rol de genero como labores domésticas y artesanales básicas como cocina, reposte-

ría y panadería; tejidos, bisutería, confecciones, lencería y bordados, como se muestra a continua-

ción:   
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En conclusión, de los datos mencionados en el presente informe es posible afirmar que todas las 

reformas, infraestructura, condiciones de seguridad, régimen disciplinario, programas de resociali-

zación y los análisis sobre la población reclusa en Colombia han sido realizados bajo una concep-

ción masculina únicamente, dejando de lado las necesidades básicas de las mujeres que son priva-

das de la libertad, sin ninguna justificación. En Colombia no se tiene en cuenta la perspectiva de 

género en la concepción y aplicación de las políticas criminales, lo cual termina afectando de una 

manera muy negativa no solo a las mujeres sino también a sus hijos que tienen que vivir con ellas y 

sufrir con ellas el castigo al que están sometidas en condiciones inhumanas.  

 

Derecho a un trato digno y respetuoso 

 

Dentro de lo regulado en el Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos (en lo sucesivo 

PIDCP), se establecen diferentes derechos que deben ser garantizados a la población que se en-

cuentra privada de la libertad. En el artículo 10, específicamente, se determina que todas las perso-

nas privadas de la libertad tienen el derecho a recibir un trato digno y respetuoso, cuando se en-

cuentren detenidas en un establecimiento carcelario. Lo anterior se divide en tres aspectos funda-

mentales que deben tener en cuenta los Estados para el trato digno y respetuoso, siendo estos la 

separación de los condenados y sindicados, la separación de menores y adultos y el fin de la pena, 

que debe tener un componente resocializador.  

 

En Colombia existe un concepto que se define como relación especial de sujeción, que ha sido 

desarrollado a profundidad por la Corte Constitucional y su jurisprudencia. En Sentencia T-077 de 

2013, ŸƆƇŴ ŶƂƅƃƂƅŴŶżǫƁ ŷŸƇŸƅƀżƁƂ ƄƈŸ ſŴƆ ƅŸſŴŶżƂƁŸƆ ŸƆƃŸŶżŴſŸƆ ŷŸ ƆƈŽŸŶżǫƁ ƆŸ ŸƁƇżŸƁŷŸƁ ŶƂƀƂ 

aquellas de carácter jurídico-ŴŷƀżƁżƆƇƅŴƇżƉƂ, ŸƁ ſŴƆ ŶƈŴſŸƆ KLel administrado se inserta en la esfera de 

ƅŸźƈſŴŶżǫƁ ŷŸ ſŴ ŴŷƀżƁżƆƇƅŴŶżǫƁ, ƄƈŸŷŴƁŷƂ ƆƂƀŸƇżŷƂ MŴ ƈƁ ƅǡźżƀŸƁ ŽƈƅǥŷżŶƂ ƃŸŶƈſżŴƅ ƄƈŸ ƆŸ ƇƅŴŷƈ-

ŶŸ ŸƁ ƈƁ ŸƆƃŸŶżŴſ ƇƅŴƇŴƀżŸƁƇƂ ŷŸ ſŴ ſżŵŸƅƇŴŷ ƌ ŷŸ ſƂƆ ŷŸƅŸŶŻƂƆ ŹƈƁŷŴƀŸƁƇŴſŸƆN. Ahora bien, el con-

cepto anterior está basado en la idea histórica de que el Estado, como autoridad administrativa, 

ƇżŸƁŸ ƈƁŴ ƃƂƆżŶżǫƁ ŽŸƅǙƅƄƈżŶŴ ŹƅŸƁƇŸ Ŵſ ŴŷƀżƁżƆƇƅŴŷƂ, Ƃ ŶƂƁƂŶżŷƂ ŶƂƀƂ KLƅŸŶſƈƆƂLL. 
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Dentro de esas obligaciones mencionadas, el Estado, en el caso concreto Colombia, tiene el deber de 

aportar medidas y políticas de carácter progresivo, de exigir a los Estados abstenerse de someter a los 

reclusos a tratos crueles, inhumanos y degradantes, lo que significa que los reclusos no deben ser so-

metidos a limitaciones que no estén manifiestas dentro de su pena, lo que se materializa en la prohibi-

ción expresa de no exceder los límites de la suspensión de su derecho a la libertad. Es necesario resaltar 

en este punto que resulta determinante aclarar que los Estados deben asegurar los mínimos vitales, la 

garantía de derecho, la protección y la efectiva prestación de los mismos, sin importar su nivel de desa-

rrollo económico, teniendo en cuenta que el trato digno y respetuoso no hace diferencia entre cada 

Estado, sino que debe ser cumplido de manera equitativa.  

 

Ahora bien, para hacer un análisis en mayor profundidad sobre la aplicación de este derecho, es nece-

sario referirnos a los diferentes ejes que lo componen, y analizar los mismos dentro del contexto peni-

tenciario colombiano. Los aspectos a analizar serán las condiciones de detención, la salud, salubridad y 

condiciones de higiene, la separación de la población reclusa y la resocialización de los reclusos, te-

niendo en cuenta la capacidad de educación y oportunidad laborales dentro del establecimiento peni-

tenciario.  

 

 A. Condiciones de detención 

 

El artículo 10 del PIDCP establece que todas las personas privadas de la libertad deben ser tratadas con 

dignidad y con el respeto inherente a todo ser humano. Este artículo tiene una especial relevancia, de-

bido a que afirma en sus numerales 1, 2 y 3, que el trato digno a los reclusos está directamente relacio-

nado con las condiciones de detención que sean otorgadas por cualquier Estado Parte. Ahora bien, 

dentro de las condiciones mínimas de detención se encuentran las ligadas a prisiones con infraestruc-

turas adecuadas, la eliminación del hacinamiento carcelario, la obligación de mantener un ambiente 

de salubridad, prestando servicios de salud y médicos eficientes, entre otros.  

 

Conforme a lo anterior, uno de los grandes problemas del sistema penitenciario en Colombia se deriva 

de los altos niveles de hacinamiento que presentan los establecimientos carcelarios alrededor del país. 

Según el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, conocido como INPEC, en su estudio realizado a 

finales del mes de enero de 2017, en Colombia había 180.766 personas privadas de la libertad en los 

distintos centros penitenciarios y carcelarios de Colombia. De este número, el 97,4%, es decir, 176.024 

personas, se encontraban bajo custodia y vigilancia del INPEC, mientras que el 1,7%, es decir 3.131 

personas, se encontraban en establecimientos de reclusión de orden municipal y el 0,9%, es decir, 

1.611 ƃŸƅƆƂƁŴƆ, ƆŸ ŸƁŶƂƁƇƅŴŵŴƁ ŸƁ ŸƆƇŴŵſŸŶżƀżŸƁƇƂƆ ŷŸ ſŴ şƈŸƅƍŴ ũǱŵſżŶŴ.  
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Es importante resaltar que, del número total de personas privadas de la libertad, el 67,6%, es decir, 

118.925 ƃŸƅƆƂƁŴƆ, ƆŸ ŸƁŶƈŸƁƇƅŴƁ ŵŴŽƂ ſŴ ƀƂŷŴſżŷŴŷ ŷŸ ƃƅżƉŴŶżǫƁ ŷŸ ſŴ ſżŵŸƅƇŴŷ ŷŸ ŷŸƇŸƁŶżǫƁ ŸƁ ŸƆƇŴ-

blecimiento de reclusión o intramuros. Teniendo en cuenta lo anterior, es importante mencionar 

también los cambios que han ocurrido respecto a la cantidad de personas privadas de la libertad, 

conforme a la cantidad de población colombiana, según el INPEC. En este orden de ideas, las cifras 

para los años 2013, 2014, 2015, 2016 y 2017 son las que muestra la siguiente tabla:  

  

De la tabla anterior se pueden analizar varios escenarios. En primer lugar, del año 2013 al año 2017 

ha habido un aumento considerable frente a la población reclusa que se encuentra bajo custodia del 

INPEC, en un número aproximado de 24.656 personas. Lo anterior, sin embargo, arroja un dato que 

resulta relevante para el hacinamiento carcelario, el cual se identifica en el hecho de que el número 

de personas que se encuentran privadas de la libertad con medidas intramurales ha disminuido en un 

número de 1.519 personas, respecto del año 2015, pero aumentó en un número de 393 personas res-

pecto del año 2016.  

 

Ahora bien, resulta necesario hacer un análisis de los datos anteriores respecto al nivel de hacina-

miento para el año 2017. La capacidad total de las diferentes prisiones o establecimientos carcela-

rios en las regiones central, occidente, norte, nororiental y viejo caldas, dan en total 78.418 cupos. 

Sin embargo, el número de internos total es de, como se había mencionado anteriormente, es de 

118.925 ƃŸƅƆƂƁŴƆ ŴƃƅƂƋżƀŴŷŴƀŸƁƇŸ, ſƂ ƄƈŸ ŷŴ ſƈźŴƅ Ŵ ƈƁŴ ƆƂŵƅŸƃƂŵſŴŶżǫƁ Ŵ ƁżƉŸſ ƁŴŶżƂƁŴſ ŷŸ 

40.507 ƃŸƅƆƂƁŴƆ. ťƂ ŴƁƇŸƅżƂƅ ŷŴ ŶƂƀƂ ƅŸƆƈſƇŴŷƂ ƈƁ ǥƁŷżŶŸ ŷŸ ŻŴŶżƁŴƀżŸƁƇƂ ŷŸſ 51,7% ŸƁ ŜƂſƂƀŵżŴ.  

 

De las cifras anteriores se puede establecer que, aunque se ha presentado una mínima intención por 

parte del Estado de aplicar penas alternativas a la prisión intramural, según lo demuestran las cifras 

de reclusos del año 2013 al 2017, esto no es suficiente, teniendo en cuenta que incluso el nivel de 

hacinamiento ha aumentado respecto al año 2014. Dando cifras exactas, estudiadas y analizadas por 

parte del INPEC, las variaciones son las siguientes:  
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A¶o Poblaci·n Colombiana Poblaci·n reclusa bajo la cus-

todia del INPEC (Intramural, 

domiciliaria, y con control y 

vigilancia electr·nica) 

Poblaci·n reclu-

sa intramural 

bajo la custodia 

del INPEC 

Tasa poblaci·n 

reclusa por 

100.000 habi-

tantes 
2013 47.121.089 151.368 120.032 255 

2014 47.661.787 153.998 113.613 238 

2015 48.401.701 169.662 120.444 249 

2016 49.021.139 175.336 118.532 242 

2017 49.067.357 176.024 118.925 242 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ahora bien, respecto a las cifras de hacinamiento de los últimos años, es evidente el progreso que ha 

habido desde el año 2013, en el cual se presentó el índice de hacinamiento más alto a nivel nacional, 

pero la situación aún es crítica, puesto que, del año 2016, al año 2017, hubo un aumento del 5%, te-

niendo en cuenta que en frente al año 2015 hubo una pequeña disminución del porcentaje de hacina-

miento. Conforme a estas cifras, es menester resaltar que la situación de hacinamiento del país, cono-

ciendo estos últimos datos, es uno de los principales motivos por los cuales las condiciones dignas y de 

respeto por los derechos y garantías de las personas privadas de la libertad son problemáticas.  

 

En un primer lugar, un establecimiento carcelario con situación de hacinamiento no permite que se 

lleve a cabo una resocialización efectiva, que permita que los reclusos tengan un reintegro sano a la 

sociedad civil, o por lo menos alejado de situaciones que les permitan cometer nuevamente delitos 

por los que fueron condenados, o unos ajenos a estos. Esto lo demuestra la cifra de personas reinci-

dentes que presenta el INPEC, la cual para el año 2017 giró en torno a 14.860 personas.  Por otro lado, 

el nivel de hacinamiento a nivel nacional conlleva a que se vulneren de manera sistemática los dere-

chos de las personas privadas de la libertad, situación que ha sido reconocida por parte de la Corte 

Constitucional al momento de declarar estado inconstitucional de las cosas frente a la situación peni-

tenciaria del país. Lo anterior se evidencia en sentencias como T-388 de 2013, con María Victoria Ca-

lle como Magistrada Ponente, o la T-197 de 2017, con Luis Guillermo Guerrero Pérez como Magistra-

do Ponente, entre otros.  

 

Adicionalmente, la política criminal en Colombia ha sido enfática en el interés de reforzar las penas y 

ƀŴƁƇŸƁŸƅ ſŴ ƀŸƁƇŴſżŷŴŷ ŷŸ ƄƈŸ ſŴƆ ƃŸƁŴƆ żƁƇƅŴƀƈƅŴſŸƆ ƆƂƁ ſŴƆ ƀǙƆ ŸŹŸŶƇżƉŴƆ ƌ KLŽƈƆƇŴƆLL ƃŴƅŴ ŹƈƁŶżƂƁŴƅ 

como sanciones frente a los delitos. Sin embargo, esto no es cierto, sobre todo cuando se hacen ejem-

plos con casos concretos en Colombia como la aplicación de la Ley 890 de 2204, la cual aumentó los 

mínimos y máximos de todas las penas, lo que conllevó a que se aumentaran en 5.000 personas el nú-

mero total de condenados y en 4.000 el número total de sindicados, o con la Ley 1142 de 2007. Este 

tipo de situaciones dan lugar a que soluciones como la creación de nuevos cupos o la inversión privada 

en mejorar la infraestructura de las cárceles no genere un impacto positivo o una solución viable al 

hacinamiento carcelario.  8 

A¶o Capacidad de los esta-

blecimientos carcela-

rios 

Cantidad de internos ĉndice de hacinamien-

to 

2011 75.620 100.451 32.8% 

2012 75.726 113.884 50.4 

2013 76.066 120.032 57,8% 

2014 77.874 113.623 45,9% 

2015 77.953 120.444 54,5% 

2016 77.953 118.532 51,2% 

2017 78.418 118.925 51.7% 



 

 

 B)  Derecho a la salud: salubridad y condiciones de higiene. 

El artículo 10 del PICP establece que KLŭƂŷŴ ƃŸƅƆƂƁŴ ƃƅżƉŴŷŴ ŷŸ ſŴ ſżŵŸƅƇŴŷ ƆŸƅǙ ƇƅŴƇŴŷŴ ŻƈƀŴƁŴƀŸƁ-

ƇŸ ƌ ŶƂƁ Ÿſ ƅŸƆƃŸƇƂ ŷŸŵżŷƂ Ŵ ſŴ ŷżźƁżŷŴŷ żƁŻŸƅŸƁƇŸ Ŵſ ƆŸƅ ŻƈƀŴƁƂLL. Sin embargo, las condiciones de 

salubridad y las condiciones de higiene, en el caso específico de los establecimientos carcelarios en 

Colombia, constituyen uno de los escenarios en el que se vulnera en mayor medida las garantías pro-

pias del derecho a la salud, y por ende, la regulación anteriormente citada. El problema radica en 

que, el derecho a la salud, y por ende su efectivo cumplimiento por parte de las autoridades de los 

establecimientos carcelarios, tiene una relación directa y una conexidad fundamental con el derecho 

a la vida. Lo anterior conlleva a una obligación mayor por parte del Estado, basándonos en la relación 

especial de sujeción que este mantiene con las personas privadas de la libertad.  Ahora bien, el dere-

cho a la salud, en sus fases de salubridad y condiciones de higiene, se compone de distintas acciones, 

como por ejemplo, brindar un servicio médico adecuado y oportuno, dar atención especializada a 

quienes padezcan de una enfermedad constante o de una discapacidad, dar comida y agua en condi-

ciones higiénicas, entre otros.  

 

En cuanto a la situación de Colombia puntualmente, resulta pertinente resaltar varios datos empíri-

cos sobre la garantía del derecho a la salud. En primer lugar, Colombia en el año 2007 expidió la Ley 

1122, ƀŸŷżŴƁƇŸ ſŴ ŶƈŴſ ƂƃƇǫ ƃƂƅ żƁŶſƈżƅ ŷŸƁƇƅƂ ŷŸſ ŬżƆƇŸƀŴ ŠŸƁŸƅŴſ ŷŸ ŬŸźƈƅżŷŴŷ ŬƂŶżŴſ ſŴ ƃƅŸƆƇŴŶżǫƁ 

de servicios de salud a la población reclusa, afiliando así a los reclusos en el régimen subsidiado. En 

un principio, la prestación de servicios de salud en Colombia era otorgada por el INPEC y los diferen-

tes puntos de servicio médico que tenían alrededor del país. Sin embargo, luego de ser certificado 

que estos puntos no cumplían con las condiciones, ni estaban acreditados para prestar servicios de 

salud, se realizó un cambio, dando lugar a que CAPRECOM sea actualmente la entidad encargada. 

Aun así, el cambio institucional mencionado no cambió las cosas, teniendo en cuenta que el Estado 

cosas inconstitucional declarado por la Corte Constitucional, en sentencias como la T-127 de 2016 y 

la T-193 de 2017, en materia de salud sigue vigente y no ha sido solucionado.  

 

La situación anterior ha tenido distintas consecuencias, entre las cuales cabe resaltar por un lado, 

una consecuencia social, y por otro lado, una consecuencia jurídica. Respecto a la primera, la propa-

gación de enfermedades dentro de los establecimientos carcelarios ha aumentado significativamen-

te, teniendo en cuenta que no hay tratamientos eficaces para combatir las mismas. Esto se debe a 

que en gran medida el INPEC no ha dado solución a las constantes denuncias que se presentan fren-

te al sistema de prestación de servicios sanitarios.  

 

Por otra parte, la consecuencia jurídica se deriva del aumento de acciones de tutela presentadas an-

te los jueces constitucionales a nivel nacional, con el objetivo de que se dé una garantía efectiva del 

derecho a la salud. Lo anterior da lugar a que el sistema de tutelas en Colombia no sea la solución 

más rápida, como debería serlo, teniendo en cuenta la congestión del sistema judicial en el país, 9 



 

 

tanto en despachos de los jueces como en la Corte Constitucional como última instancia de revisión de 

las sentencias proferidas por acciones de tutela.  

 

La situación expuesta se ve influenciada en gran medida por el hacinamiento penitenciario y por la fal-

ta de respuesta por parte de las entidades encargadas de la prestación de servicios de salud, específi-

camente el INPEC y CAPRECOM. Esto permite la vulneración generalizada y sistemática del derecho a 

la salud de las personas privadas de la libertad, tanto por las autoridades mencionadas como por las 

instituciones estatales encargadas, entre ellas, el Ministerio de Salud y el Ministerio de Justicia. 

 

C) Separación de la población reclusa 

 

El hacinamiento carcelario tiene como uno de sus grandes efectos la imposibilidad de separación de la 

población reclusa en Colombia. Tal es la situación que dentro del análisis constitucional que ha realiza-

do la Corte Constitucional en Colombia, ha declarado que el estado de cosas inconstitucional se deriva 

en gran medida del hecho de que no hay una división entre condenados, los reincidentes primarios, los 

funcionarios públicos, entre otros. Lo anterior se debe a que la imposibilidad de separación desvirtúa 

los diferentes fines de la pena que son base jurídica, dogmática y constitucional de la imposición de 

una pena en el ordenamiento colombiano.  

 

El artículo 10 del PIDCP, en su numeral 2 inciso a, establece que KLſƂƆ ƃƅƂŶŸƆŴŷƂƆ ŸƆƇŴƅǙƁ ƆŸƃŴƅŴŷƂƆ ŷŸ 

los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, 

ŴŷŸŶƈŴŷƂ Ŵ Ɔƈ ŶƂƁŷżŶżǫƁ ŷŸ ƃŸƅƆƂƁŴƆ ƁƂ ŶƂƁŷŸƁŴŷŴƆLL. Ahora bien, dentro de los lineamientos otorga-

dos por el Ministerio de Justicia y del Derecho y por la Dirección de Política Criminal y Penitenciaria, 

en el 2014, se estableció que uno de los grandes problemas del sistema penitenciario y carcelario era 

la imposibilidad de separación entre sindicados y condenados por la falta de infraestructura y por la 

situación de hacinamiento a nivel nacional, la cual ha sido analizada de manera reiterada en el presen-

te informe. Sin embargo, es necesario esclarecer el fundamento constitucional bajo el cual se sustenta 

la idea de separar la población reclusa por categorías y en espacios físicos determinados. En el caso 

concreto de la situación jurídica diferenciada de los condenados y los sindicados, la necesidad de se-

paración se fundamenta en la protección del derecho a la presunción de inocencia y su garantía efecti-

va, contemplada en el artículo 14 del Pacto y en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia.  

 

Una situación que resulta preocupante respecto a este tema es la poca información presentada por 

parte del estado colombiano, debido a que se evidencia una falta de cooperación y coordinación insti-

tucional entre el INPEC y las diferentes entidades a nivel nacional y territorial. Incluso, desde 1997, 

Colombia no demuestra avances significativos en materia de separación de reclusos de acuerdo a sus 

condiciones jurídicas, lo cual agrava la situación planteada al inicio de este párrafo.   
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D) Resocialización de los reclusos  

 

Los fines de la pena se constituyen en varios pilares básicos, dentro de los cuales cabe la pena resaltar el 

objetivo de resocialización de los individuos que cometieron un delito. En aplicación del artículo 4 del 

Código Penal, las funciones de la pena son KLƃƅŸƉŸƁŶżǫƁ źŸƁŸƅŴſ, ƅŸƇƅżŵƈŶżǫƁ ŽƈƆƇŴ, ƃƅŸƉŸƁŶżǫƁ ŸƆƃŸŶżŴſ, 

ƅŸżƁƆŸƅŶżǫƁ ƆƂŶżŴſ ƌ ƃƅƂƇŸŶŶżǫƁ Ŵſ ŶƂƁŷŸƁŴŷƂLL. Además, en Colombia, conforme a la norma citada ante-

riormente, la prevención especial y la reinserción social operan en el momento de la ejecución de la pe-

na de prisión. Conforme a ello, el Estado tiene un deber de resocialización frente a quienes tienen una 

pena, tanto privativa de la libertad, como no privativa, y, por ende, tienen que velar por su cumplimien-

to. 

 

La resocialización de los presos se puede generar desde diferentes perspectivas. En el caso de Colom-

bia, los reclusos tienen la oportunidad de realizar cursos que tienen fines educativos, de realizar traba-

jos dentro de los establecimientos carcelarios, entre otros. Esta oportunidad tiene como fin último la 

resocialización eficaz y plena del individuo. Todo esto se fundamenta en la idea de que las penas no 

pueden tener un objetivo último de castigo, sino que, por el contrario, deben conllevar a la reinserción 

del individuo, evitando así su reincidencia frente a delitos cometidos previamente, o delitos nuevos. Se-

gún el informe estadístico de enero de 2017, realizado por el INPEC, la resocialización se entiende co-

mo una KLŭǡŶƁżŶŴ ŷŸ ƇƅŴƇŴƀżŸƁƇƂ ŶſǥƁżŶƂ ƄƈŸ ƃƅŸƇŸƁŷŸ ŶŴƀŵżŴƅ ſŴ ŶƂƁŷƈŶƇŴ ŷŸſ żƁƇŸƅƁƂ(Ŵ). Volver a so-

cializarse, lo que significa aprender las expectativas sociales e interiorizar normas de conducta. Resocia-

lizarse es volver a valer como ser social conforme quiere la sociedad, esto implica reconocimiento. La 

técnica que se maneja es el cambio de actitud y de valores. Se confunde con el cambio de delincuente 

ŸƁ ƈƁ ŵƈŸƁ żƁƇŸƅƁƂ(Ŵ)LL (Negrilla fuera de texto). 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta el mismo informe, el cual presenta las cifras más recientes al respecto, 

para entero de 2017, el 53,7% de la población reclusa a cargo del INPEC, es decir, 94.601 de un total de 

176.024 żƁŷżƉżŷƈƂƆ, ƃŴƅƇżŶżƃŴŵŴƁ ŸƁ ƀƂŷŴſżŷŴŷŸƆ ŷŸ ƂŶƈƃŴŶżǫƁ. ťŴ ŶżŹƅŴ ŴƁƇŸƅżƂƅ ƆŸ ŷżƆƇƅżŵƈǥŴ ŷŸ ſŴ Ɔż-

guiente forma: 1) el 49,8%, es decir un total de 47.085 de ellos, al interior de los establecimientos peni-

tenciarios realizaban trabajo en las áreas de industria, de artesanía, de agro y de servicios administrati-

vos; 2) el 48,4%, es decir 45.755 reclusos, asistieron a programas educativos y 3) el 1,9%, es decir, 1.772 

reclusos, se desempeñaban como instructores dentro de los establecimientos carcelarios.  

Sin embargo, como se vio de manera previa, las tasas de reincidencia en la comisión de delitos no han 

disminuido, a pesar de que se prestan herramientas para la resocialización de los individuos que se en-

cuentran privados de la libertad. Esto se puede dar por dos motivos en concreto. El primero de ellos es 

que las actividades laborales o educativas que se realizan dentro de los establecimientos penitenciarios 

dan lugar a redención de pena, lo que significa una disminución en el tiempo de la condena. Lo anterior 

da lugar a que gran parte de los reclusos acudan a estos mecanismos por ese objetivo, y no por un ánimo 
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caz, debido a las precarias condiciones de las cárceles en Colombia, lo que impide el objetivo de re-

socialización.  

 

E) De la presunción de inocencia 

MťŴ ŜƂƁƆƇżƇƈŶżǫƁ ŶƂſƂƀŵżŴƁŴ żƀƃŴƅƇŸ ƈƁ ƀŴƁŷŴƇƂ źŸƁŸƅŴſ ŷŸ ƃƅƂƇŸŶŶżǫƁ, ƅŸƆƃŸƇƂ ƌ ƃƅƂƀƂŶżǫƁ ŷŸ ſƂƆ 

ŷŸƅŸŶŻƂƆ ŹƈƁŷŴƀŸƁƇŴſŸƆ Ŵ ƇƂŷƂƆ ſƂƆ ƃƂŷŸƅŸƆ ƃǱŵſżŶƂƆ ƌ Ŵ ſƂƆ ƃŴƅƇżŶƈſŴƅŸƆN (ŦŴƅƇǥƁŸƍ, 2004, ũ. 100). 

Dentro de estos Derechos Fundamentales a proteger se encuentra el debido proceso, contenido en 

el artículo 29 de la Constitución Política, entendido como una garantía procesal que es aplicable a 

todas las actuaciones tanto administrativas como judiciales ejercidas por el Estado colombiano.  En el 

inciso 4° de este mismo artículo se señala que MŭƂŷŴ ƃŸƅƆƂƁŴ ƆŸ ƃƅŸƆƈƀŸ żƁƂŶŸƁƇŸ ƀżŸƁƇƅŴƆ ƁƂ ƆŸ ſŴ 

ŻŴƌŴ ŷŸŶſŴƅŴŷƂ ŽƈŷżŶżŴſƀŸƁƇŸ ŶƈſƃŴŵſŸN por lo que para el ordenamiento jurídico colombiano es 

esencial y fundamental garantizar el derecho a la presunción de inocencia. ŚƆǥ, ƇŴſŸƆ ƅŸźſŴƆ ƆƂƁ ŶƂƁƆż-

deradas como imperativas y, por lo tanto, terminan siendo un límite a la arbitrariedad ejercida por 

los operadores jurídicos a la hora de juzgar.  

  

Ahora bien, tal protección no sólo se da en el ámbito nacional sino también en la esfera internacio-

nal, en donde Colombia ha ratificado ciertos tratados internacionales que protegen tal derecho. Así, 

se encuentra, la Convención Americana sobre Derechos Humanos que establece en su artículo 8 que 

MƇƂŷŴ ƃŸƅƆƂƁŴ żƁŶƈſƃŴŷŴ ŷŸſ ŷŸſżƇƂ ƇżŸƁŸ ŷŸƅŸŶŻƂ Ŵ ƄƈŸ ƆŸ ƃƅŸƆƈƀŴ Ɔƈ żƁƂŶŸƁŶżŴ ƀżŸƁƇƅŴƆ ƁƂ ƆŸ ŸƆƇŴ-

ŵſŸƍŶŴ ſŸźŴſƀŸƁƇŸ Ɔƈ ŶƈſƃŴŵżſżŷŴŷN. Ų, Ŵ Ɔƈ ƇƈƅƁƂ, Ÿſ ŴƅƇǥŶƈſƂ 14.2 ŷŸſ ũŴŶƇƂ ŢƁƇŸƅƁŴŶżƂƁŴſ ŷŸ ŝŸƅŸ-

ŶŻƂƆ ŜżƉżſŸƆ ƌ ũƂſǥƇżŶƂƆ ƃƅŸƆŶƅżŵŸ ƄƈŸ MƇƂŷŴ ƃŸƅƆƂƁŴ ŴŶƈƆŴŷŴ ŷŸ ƈƁ ŷŸſżƇƂ ƇżŸƁŸ ŷŸƅŸŶŻƂ Ŵ ƄƈŸ ƆŸ ƃƅŸ-

ƆƈƀŴ Ɔƈ żƁƂŶŸƁŶżŴ ƀżŸƁƇƅŴƆ ƁƂ ƆŸ ƃƅƈŸŵŸ Ɔƈ ŶƈſƃŴŵżſżŷŴŷ ŶƂƁŹƂƅƀŸ Ŵ ſŴ ſŸƌN. ŝŸ ſƂ ŴƁƇŸƅżƂƅ, ƆŸ ŷŸƆƇŴ-

ca que tal derecho posee relevancia al interior de los Estados Democráticos pues no puede existir 

una verdadera democracia sin justicia, esto en el entendido que el juez tiene el deber de ser impar-

cial, buscar la verdad y juzgar de acuerdo a las pruebas aportadas dentro del proceso. Pues, de lo 

contrario, se estaría retornando a un sistema inquisitivo, caracterizado por el exceso de arbitrarie-

dad, en donde el juez adquiere poderes prácticamente ilimitados, y donde habría un profundo des-

conocimiento de los derechos y garantías procesales mínimas. Por ello, para no volver a recaer en 

dicho sistema termina siendo fundamental para proteger y garantizar el derecho a la presunción de 

inocencia.  

  

Además, tal derecho se encuentra íntimamente ligado con el principio de dignidad humana, lo cual 

żƀƃſżŶŴ ƄƈŸ MƇƂŷƂ ƆŸƅ ŻƈƀŴƁƂ, ƃƂƅ ƆŸƅ ŷżźƁƂ, ƀŸƅŸŶŸ ƆŸƅ ƇƅŴƇŴŷƂ ŶƂƀƂ żƁƂŶŸƁƇŸ ŷŸƆŷŸ Ÿſ ŶƂƀżŸƁƍƂ 

ŷŸ ŶƈŴſƄƈżŸƅ żƁŷŴźŴŶżǫƁ ŻŴƆƇŴ ŶƈŴƁŷƂ ƇŸƅƀżƁŸ Ɔƈ ƆŸƁƇŸƁŶżŴ ŸƁ ŹżƅƀŸN (ŦƂƁƇƂƌŴ, şƂƅƂ ŷżźƁżŷŴŷ Żƈ-

mana y presunción de inocencia, 2014).  ŚƆǥ ƀżƆƀƂ, ſŴ ŜƂƅƇŸ ŜƂƁƆƇżƇƈŶżƂƁŴſ ŸƁ ƅŸƃŸƇżŷƂƆ ƃƅƂƁƈƁŶżŴ-

mientos ha sido enfática en reconocer que es la dignidad humana el principio rector por el cual se 

rige el ordenamiento jurídico colombiano y es así, como se debe caracterizar de manera definitoria 

al Estado Social de Derecho (Sentencia C- 355 de 2006, Sentencia C- 121 de 2012).  
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Por ello, si los operadores jurídicos no estuvieran presumiendo la inocencia de una persona estarían 

atentando automáticamente en contra de su dignidad. 

  

Bajo la misma perspectiva, la Corte Constitucional afirma que el derecho a la presunción de inocencia 

se encuentra íntimamente relacionado con el derecho a la defensa y al debido proceso. Con respecto al 

primero porque, exige que no exista culpa sin juicio, esto es, que el acusado haya sido sometido a la 

prueba y a la contradicción (Corte Constitucional, sentencia T-827 de 2005). Por lo que, con respecto al 

debido proceso, le asiste al acusado la posibilidad de acceder de manera libre y en condiciones de 

igualdad a la justicia con el objetivo de obtener por parte de los jueces decisiones motivadas. (Corte 

Constitucional, sentencia T-827 de 2005). El derecho a la presunción de inocencia abre la puerta para 

que dentro del ordenamiento jurídico colombiano se pueda distinguir entre condenados y procesados. 

ũƈŸƆ, ŶƂƁ ƅŸƆƃŸŶƇƂ Ŵſ ǱſƇżƀƂ ŷŸŵŸ ŴƃſżŶŴƅƆŸ Ÿſ ƃƅżƁŶżƃżƂ MżƁ ŷƈŵżƂ ƃƅƂ ƅŸƂN MƆŸźǱƁ Ÿſ ŶƈŴſ ƇƂŷŴ ŷƈŷŴ ŷŸ-

be resolverse en favor del acusado. De ahí que, en un Estado Constitucional de derecho, es preferible 

ƄƈŸ ŸƋżƆƇŴƁ ŶƈſƃŴŵſŸƆ ŴŵƆƈŸſƇƂƆ, ƄƈŸ żƁƂŶŸƁƇŸƆ ƆƈŹƅżŸƁŷƂ ƈƁŴ ƃŸƁŴN (ťƂƍŴƁƂ, 2018, ũ. 7). ŭƂŷƂ ŸƆƇƂ ŻŴƆ-

ta antes de la sentencia en firme que declare la culpabilidad o no de la persona. 

  

Otra perspectiva no menos importante que la legal, es la sociológica, en la que se defiende que la pre-

sunción de inocencia además de ser una creación propia de la normatividad penal, también se trata de 

ƈƁŴ MŶƂƁƆƇƅƈŶŶżǫƁ ƆƂŶżŴſ ƄƈŸ ŶżŸƅƇŴƆ ƆƂŶżŸŷŴŷŸƆ żƁƆƇżƇƈŶżƂƁŴſżƍŴƁ, Ŵ ŹżƁ ŷŸ ƀŴƋżƀżƍŴƅ ſŴ żƀƃŴƅŶżŴſżŷŴŷ 

de la justicia y de minimizar los perjuicios que la simple puesta en sospecha de un individuo puede en-

źŸƁŷƅŴƅN (ũƂƍƂ & ūŸŵƈźŻżƁż, 2004, ũ. 2). ŞƆ ŷŸŶżƅ, ŷżŶŻƂ ŷŸƅŸŶŻƂ ƁƂ ƆƂſƂ ŸƆ ƃƅƂƃżƂ ŷŸſ ŴŶƈƆŴŷƂ ƌ ŷŸ ſŴ 

experiencia que se da en el proceso judicial, sino que, por el contrario, hace parte de una cultura legal 

en el que todos los individuos reclaman garantías mínimas para la protección de sus derechos. 

 

Teniendo claro lo manifestado anteriormente, se procederá a hacer un breve recuento sobre diversos 

pronunciamientos que ha hecho la Corte Constitucional referente a la protección del derecho a la pre-

sunción de inocencia y como este debe ser aplicado al interior del ordenamiento jurídico colombiano. 

  

En este sentido, la Corte Constitucional en Sentencia C- 774/01, Magistrado Ponente, Rodrigo Escobar 

Gil, expone, como ya se ha mencionado reiteradamente en este documento, que el derecho a la pre-

sunción de inocencia debe ser entendido como de carácter fundamental, afirmando que  

MťŴ ƃƅŸƆƈƁŶżǫƁ ŷŸ żƁƂŶŸƁŶżŴ ŸƁ ƁƈŸƆƇƅƂ ƂƅŷŸƁŴƀżŸƁƇƂ ŽƈƅǥŷżŶƂ ŴŷƄƈżŸƅŸ Ÿſ ƅŴƁźƂ ŷŸ ŷŸƅŸŶŻƂ 

fundamental, por virtud del cual, el acusado no está obligado a presentar prueba alguna que 

demuestre su inocencia y por el contrario ordena a las autoridades judiciales competentes la 

demostración de la culpabilidad del agente. Este derecho acompaña al acusado desde el inicio 

de la acción penal (por denuncia, querella o de oficio) hasta el fallo o veredicto definitivo y fir-

me de culpabilidad,  ƌ ŸƋżźŸ ƃŴƅŴ ƆŸƅ ŷŸƆƉżƅƇƈŴŷŴ ſŴ ŶƂƁƉżŶŶżǫƁ Ƃ ŶŸƅƇŸƍŴ, ƀǙƆ ŴſſǙ ŷŸ 
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una duda razonable, basada en el material probatorio que establezca los elementos del delito 

y la conexión del mismo con el acusado. Esto es así, porque ante la duda en la realización del 

hecho y en la culpabilidad del agente, se debe aplicar el principio de la in dubio pro reo, según 

Ÿſ ŶƈŴſ ƇƂŷŴ ŷƈŷŴ ŷŸŵŸ ƅŸƆƂſƉŸƅƆŸ ŸƁ ŹŴƉƂƅ ŷŸſ ŚŶƈƆŴŷƂN 

  

Fundamental, por qué vincula a todas las ramas del poder público, por ser un componente relevante 

en el desarrollo del derecho al debido proceso, y  en este sentido debe ser interpretado de conformi-

ŷŴŷ ŶƂƁ ſƂƆ ƇƅŴƇŴŷƂƆ żƁƇŸƅƁŴŶżƂƁŴſŸƆ ƆƂŵƅŸ ŷŸƅŸŶŻƂƆ ŻƈƀŴƁƂƆ ƅŴƇżŹżŶŴŷƂƆ ƃƂƅ ŜƂſƂƀŵżŴ  MũƂƅ ƇŴƁƇƂ, ſŴ 

presunción de inocencia actúa en el proceso penal como principio (informado cada una de sus fases) y 

como derecho subjetivo del imputado (como regla de tratamiento, regla probatoria y regla de jui-

ŶżƂ)N (şŸƅƁǙƁŷŸƍ ŶżƇŴŷƂ ƃƂƅ śŴƆƇŴƀŸƁƇŸ, 2017, ũ. 20). 

  

Así en sentencia, T- 827 de 2005, Magistrado Ponente Humberto Sierra Porto, se manifiesta que la 

presunción de inocencia se puede analizar desde tres perspectivas: la primera, con respecto a la forma 

en cómo opera la carga de la prueba, en el entendido, que no es el acusado quien debe probar su 

inocencia, pues dicha carga se encuentra en manos del ente acusador (La Fiscalía General de la Na-

ción). La segunda, se refiere a que no se puede declarar responsable penalmente a una persona, por el 

solo hecho de haber participado en la comisión de un delito, para que ello ocurra, será necesario ago-

tar el debido proceso y el derecho a la defensa y contradicción, en el que se pueda comprobar debi-

damente por medio de un juicio justo, su responsabilidad en la vulneración del bien jurídico protegi-

do. 

  

Finalmente, la tercera perspectiva, hace alusión a la posible contradicción que hay entre la presunción 

de inocencia y la medida de aseguramiento bien con beneficio de libertad provisional o bien sin dicho 

ŵŸƁŸŹżŶżƂ. ŬżƁ ŸƀŵŴƅźƂ, ƃŴƅŴ ŜƂƅƇŸ ŜƂƁƆƇżƇƈŶżƂƁŴſ ŷżŶŻŴ ŷżƆŶƈƆżǫƁ ƌŴ ƆŸ ŸƁŶƈŸƁƇƅŴ ƍŴƁŽŴŷŴ ƃƈŸƆ, MƁƂ 

comporta definición alguna acerca de la responsabilidad penal del indagado y menos todavía sobre su 

ŶƂƁŷŸƁŴ Ƃ ŴŵƆƂſƈŶżǫƁN (ŜƂƅƇŸ ŜƂƁƆƇżƇƈŶżƂƁŴſ, ƆŸƁƇŸƁŶżŴ Ŝ-689 de 1996).  Dicha alta Corte asume que 

precisamente por tener carácter preventivo y no sancionatorio dicha medida de aseguramiento no 

entra en contradicción con el derecho a la presunción de inocencia, pues no sé está imponiendo un 

cumplimiento anticipado de la pena (Bustamante, 2017).  De otro lado, en la Sentencia C- 289 de 

2012 Magistrado Ponente Humberto Sierra Porto se desarrollan ciertos criterios jurisprudenciales pa-

ra entender de manera más clara el derecho en mención. Así, para la Corte Constitucional, cualquier 

persona es inicial y esencialmente inocente, pues solo puede ser declarado responsable en los térmi-

nos de un juicio en que se cumplan las plenas garantías procesales y se demuestre su responsabilidad.  

ŞƁ ŸƆƇŸ ƆŸƁƇżŷƂ, Mŧż Ÿſ ſŸźżƆſŴŷƂƅ Ɓż ſƂƆ ŽƈŸŶŸƆ ƃƈŸŷŸƁ ƃƅŸƆƈƀżƅ ſŴ ŶƈſƃŴŵżſżŷŴŷ ŷŸ ƁŴŷżŸN (ŬŸƁƇŸƁŶżŴ Ŝ

- 689 ŷŸ 1996).  ŚƆǥ, MƇƂŷƂ ƃƅƂŶŸƆƂ ƃŸƁŴſ ŷŸŵŸ żƁżŶżŴƅƆŸ ŶƂƁ ƈƁŴ ƃƅƈŸŵŴ Ŵ ŶŴƅźƂ ŷŸſ ŞƆƇŴŷƂ ƄƈŸ ŶƂ-

mience a desvirtuar la presunción de inocencia. Por ello, el legislador no puede implantar en una nor-

ma penal de carácter sustantivo una presunción de culpabilidad en sustitución de la presunción de 
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F) Detención preventiva como violación a la presunción de inocencia. 

  

Ahora bien, a pesar de los anteriores pronunciamientos la Corte Constitucional ha venido reconocien-

do que la detención preventiva ha pasado de ser excepcional a ser la regla general de las medidas de 

aseguramiento, desconociendo la presunción de inocencia pues se ha venido convirtiendo en un ade-

lantamiento de una posible pena (C. Const, Sentencia C- 276 de 2016, M.P Jorge Ignacio Pretelt Cha-

jub). Lo anterior teniendo en cuenta que: 

  

MŸſ ťŸźżƆſŴŷƂƅ ŻŴ żƁŶƈƀƃſżŷƂ ŶſŴƅŴƀŸƁƇŸ ſŴ ŸƋŶŸƃŶżƂƁŴſżŷŴŷ ŷŸ ſŴƆ ƀŸŷżŷŴƆ ŷŸ ŴƆŸźƈƅŴƀżŸƁƇƂ, 

pues en la actualidad el 78% de las conductas punibles tipificadas en nuestro país permiten la 

imposición de una detención preventiva al cumplir directamente con las tres (3) primeras cau-

ƆŴſŸƆ ŶƂƁƇŸƀƃſŴŷŴƆ ŸƁ Ÿſ ŴƅƇǥŶƈſƂ 313 ŷŸ ſŴ ťŸƌ 906 ŷŸ 2004 M1. ŞƁ ſƂƆ ŷŸſżƇƂƆ ŷŸ ŶƂƀƃŸƇŸƁŶżŴ 

de los jueces penales de circuito especializados. 2. En los delitos investigables de oficio, cuan-

do el mínimo de la pena prevista por la ley sea o exceda de cuatro (4) años. 3. En los delitos a 

que se refiere el Título VIII del Libro II del Código Penal, cuando la defraudación sobrepase la 

ŶƈŴƁƇǥŴ ŷŸ ŶżŸƁƇƂ ŶżƁŶƈŸƁƇŴ (150) ƆŴſŴƅżƂƆ ƀǥƁżƀƂƆ ſŸźŴſŸƆ ƀŸƁƆƈŴſŸƆ ƉżźŸƁƇŸƆN. 

  

En este entendido solo en un 22% de los delitos contemplados en el Código Penal no se podría 

aplicar en principio una medida de aseguramiento, con lo cual, se concluye que las medidas 

cautelares de carácter personal - privativas de la libertad - se aplican de manera general frente 

a la mayoría de conductas punibles, lo que incumple con la exigencia de que éstas solamente 

ƆŸ ƃƈŸŷŴƁ ƈƇżſżƍŴƅ ŹƅŸƁƇŸ Ŵ ŷŸſżƇƂƆ źƅŴƉŸƆ.N (ŢŵżŷŸƀ). 

  

Del anterior planteamiento, se entiende que el Estado no está respondiendo de manera adecuada a la 

protección y garantía del derecho a la presunción de inocencia.  Es más, el uso excesivo de la deten-

ción preventiva ha generado el aumento desproporcional de la prisión  (C. Const. T-762 de 2015), lo 

cual contribuye al hacinamiento en las cárceles y como consecuencia de ello la existencia de graves 

condiciones sanitarias e higiénicas que ponen en riesgo la salud pública de la población carcelaria (C. 

Const T- 388 de 2012). 

 

Otra grave situación ligada con el uso excesivo de la detención preventiva, es que al revisar las esta-

dísticas reportadas por el INPEC para el mes de abril del año 2018 la población carcelaria sindicada 

incluyendo tanto hombres como mujeres corresponde a 35.227 personas en detención intramural res-

pecto de 80.237 condenados (ver Tabla No.1). Sin embargo, en dicha información al parecer no se 

incluye de forma veraz y clara si las personas sindicadas y condenadas conviven conjuntamente, situa-

ción que de llegarse a verificar es constitutiva de una clara vulneración al derecho de presunción de 

inocencia. En sentencia T P 153 ŷŸ 1998, ſŴ ŜƂƅƇŸ ŜƂƁƆƇżƇƈŶżƂƁŴſ ƀŴƁżŹŸƆƇǫ ƄƈŸ: MŸſ ŷŸƅŸŶŻƂ Ŵ ſŴ ƃƅŸ-

sunción de inocencia se quebranta en la medida en que se mezcla a los sindicados con los condena-
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ƀŸƅƂƆN (Ŧ.ũ ŞŷƈŴƅŷƂ ŜżŹƈŸƁƇŸƆ). ŚŷżŶżƂƁŴſƀŸƁƇŸ, ŸƁ ſŴ ƀżƆƀŴ ƆŸƁƇŸƁŶżŴ ƆŸ ƅŸŶƂƁƂŶŸ ƄƈŸ ſŴ ƅŸŶſƈ-

sión indistinta de los dos grupos de personas, si es una manifiesta violación de los sindicados pues 

se presume su culpabilidad y ante la confusión de situación jurídica de los mismos se impide desa-

rrollar las políticas de resocialización hacia los condenados (Ibidem) 

  

Tabla No. 1 

 
 

Población condenados vs población sindicada para el mes de abril de 2018 

Fuente: INPEC 

  

Si bien no se encuentre íntimamente relacionado con el derecho a la presunción de inocencia, uno 

ŷŸ ſƂƆ ƃƅƂŵſŸƀŴƆ ŷŸ MƁƂ ŷżƆƇżƁźƈżƅ Ŵ ſƂƆ ƆżƁŷżŶŴŷƂƆ ŷŸ ſƂƆ ŶƂƁŷŸƁŴŷƂƆ AƑC, ŸƆ ſƂ ƄƈŸ ƆŸ ŻŴ ŷŸƁƂƀż-

ƁŴŷƂ ŶƂƀƂ KŶƂƁƇŴƀżƁŴŶżǫƁ ŶƅżƀżƁŴſL. ťŴƆ ƃŸƅƆƂƁŴƆ ƄƈŸ ƁƂ ƆŴŵŸƁ ƌ ƁƂ ŶƂƁƂŶŸƁ Ÿſ ƂŹżŶżƂ ƆƂƁ ŶƂƁƇŴŶ-

tadas, entrenadas y enlistadas por los que llevan tiempo cometiendo actos delincuenciales. El que 

no sabe aprende, el que sabe aprende más y el que no sabe y no aprende, sufre con más intensidad 

Ÿſ ƅżźƂƅ ŷŸ ſŴ ƃƅżƆżǫƁ ƌ Ÿſ ŸƁŶżŸƅƅƂN (Ŝ. ŜƂƁƆƇ, ŬŸƁƇŸƁŶżŴ ŭ- 388 de 2013, M.P María Victoria Calle 

Correa). 

 

Frente a dicha problemática la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en el 

MŢƁŹƂƅƀŸ ƆƂŵƅŸ Ÿſ ŮƆƂ ŷŸ ſŴ ũƅżƆżǫƁ ũƅŸƉŸƁƇżƉŴ ŸƁ ſŴƆ ŚƀǡƅżŶŴƆN ŷŸ 2013 ŶƂƁƆżŷŸƅŴ ƄƈŸ ŸƁ ŸŹŸŶƇƂ 

en Colombia se le está dando un uso inapropiado a la prisión preventiva, pues es prolongado y no 

es excepcional, situación contraria a lo dispuesto por la ley.  

 

Adicionalmente, genera 

  

MŶƂƁƆŸŶƈŸƁŶżŴƆ ƁŸźŴƇżƉŴƆ ƄƈŸ ƃƅƂŷƈŶŸƁ ŻŴŶżƁŴƀżŸƁƇƂ ŸƁ ſŴƆ ŶƂƁŷżŶżƂƁŸƆ ŷŸ ƅŸŶſƈƆżǫƁ ƌ ŸƁ ſŴ 

propia administración de los centros penales. En este sentido, el hecho de que un porcentaje 

importante, a veces mayoritario, de la población penal esté conformado por personas en de-

tención preventiva es un hecho sintomático y preocupante que debe ser afrontado con la ma-

yor atención y seriedad por los respectivos Estados. En este sentido, es importante  16 



 

 

documentar y analizar el impacto del uso excesivo de la prisión preventiva sobre el sistema pe-

nitenciario, y adoptar las medidas necesarias para racionalizar el flujo de ingresos a los centros 

de privación de libertad. La estabilidad en el aumento del número de personas privadas de li-

bertad es un requisito indispensable para la proyección e implementación de cualquier política 

ƃǱŵſżŶŴ ŷżƅżźżŷŴ Ŵ ſŴ źŸƆƇżǫƁ ƃŸƁżƇŸƁŶżŴƅżƂN 

  

De lo manifestado por la CIDH en sentencia T-971 DE 2009 la Corte Constitucional reconoce la rele-

vancia del contenido del informe y de la recomendaciones que da la misma comisión para que sean 

implementadas al interior del ordenamiento jurídico colombiano, ello con el objetivo de adoptar las 

medidas necesarias para que la detención preventiva en los procesos penales tenga un carácter ex-

cepcional, por lo que la misma Corte le ordena al Consejo Superior de Política Criminal que se encar-

gue de la formulación y ejecución de dichas medidas. Situación que al parecer no se ha cumplido pues 

el aumento de sindicados en los establecimientos carcelarios cada vez sigue aumentando y, por lo tan-

to, se sigue vulnerando su derecho a la presunción de inocencia.   

  

ŞƁ ƅŸƆƈƀżŷŴƆ MťƂ ƄƈŸ ŸƆƇǙ ŸƁ ŽƈŸźƂ ŶŴŷŴ ƉŸƍ ƄƈŸ ƆŸ ŷżŶƇŴƁ ƀŸŷżŷŴƆ ŷŸ ŴƆŸźƈƅŴƀżŸƁƇƂ ŸƆ ſŴ ƀŴƁŸƅŴ 

como tales medidas se proyectan sobre uno de los bienes jurídicos más valiosos de todos los que sus-

tentan y legitiman el Estado de Derecho: la presunción de inocencia. No existe ni puede existir discre-

cionalidad al respecto. La autoridad pública, cualquiera que ella sea, judicial o administrativa, debe 

ƅŸƆƃŸƇŴƅ Ÿſ ŷŸƅŸŶŻƂ Ŵ ſŴ ƃƅŸƆƈƁŶżǫƁ ŷŸ żƁƂŶŸƁŶżŴN (Ŝ. ŜƂƁƆƇ, ŬŸƁƇŸƁŶżŴ ŭ-827 de 2005, M.P. Humberto 

Antonio Sierra Porto) 

 

Derecho a la vida 

La obligación que recae en el Estado colombiano de proteger el derecho a la vida de los internos y de-

tenidos derivada del artículo 6° del PIDCP, se materializa cuando los Estados parte garantizan la pres-

tación al servicio básico de salud y la integridad de los internos. En este sentido, el informe abordará el 

estudio del cumplimiento o no de la protección al derecho a la vida desde dos enfoques: i) Prestación 

al servicio básico de salud y ii) protección a la integridad de los reclusos.  

 

Tanto el poder judicial como el legislativo han tratado de hacer frente a la crisis carcelaria que afronta 

Colombia. Después de la primera declaración del estado de cosas inconstitucional en 1998, la Corte 

Constitucional ha vuelto a declarar por medio de la Sentencias T-388/13 y T-762/15 la sistemática 

violación a los derechos fundamentales de los internos por problemas que incluyen la deficiente pres-

tación a los servicios médicos, ordenando al Gobierno Nacional y al INPEC la implementación de me-

didas que mejoren la condición de vida de los reclusos. Así mismo, reiterada jurisprudencia constitu-

cional ha afirmado que el derecho a la  a la salud de las personas privadas de la libertad debe ser ga-

rantizado en condiciones de igualdad, con independencia de que otros derechos sean suspendidos 

temporalmente.  
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Por su parte, el Congreso de la República, con la entrada en vigencia de la Ley 1709/2014  creó el 

Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, destinado a contratar la prestación 

de los servicios de salud para las personas privadas de la libertad bajo la custodia y vigilancia del IN-

PEC. Por otro lado, la Ley 1751 de 2015 elevó a rango de derecho fundamental a la salud, determina-

do su carácter obligatorio, autónomo e irrenunciable en lo individual y en lo colectivo. 

 

 Ś) ŝŸŹżŶżŸƁƇŸ ƃƅŸƆƇŴŶżǫƁ ŷŸſ ƆŸƅƉżŶżƂ ŷŸ ƆŴſƈŷ 

La promulgación de la Ley 1709/2014,  fue la respuesta a los problemas que generó que la población 

privada de la libertad estuviera afiliada al Sistema General de Seguridad Social en Salud a través de 

CAPRECOM, quienes no garantizaban la eficiente y oportuna atención médica a la población reclusa. 

En este sentido, la Ley 1709/2014,  creó el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la 

Libertad, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadís-

tica, sin personería jurídica, el cual estará constituido por recursos del Presupuesto General de la Na-

ción, destinada a contratar la prestación de los servicios de salud para todas las personas privadas de 

la libertad bajo la custodia y vigilancia del INPEC. 

 

Ahora bien, la liquidación de CAPRECOM ordenada por el Decreto 2519 de 2015, quien venía pres-

tando el servicio a la salud de la población carcelaria, acentuó aún más la crisis en materia de salud 

que atravesaba y sigue atravesando el sistema penitenciario colombiano, luego que por disposición 

del referido Decreto, se dispusiera que el INPEC quedaría a cargo de la prestación de los servicios de 

salud de la población reclusa. Las dificultades que los internos han soportado, ha generado un prolife-

ración de tutelas que piden amparar el derecho a la salud de los internos ante la escases de medica-

mentos, agua potable, personal médico, infraestructura y comida en condiciones salubres,  lo cual ha 

sido ampliamente divulgado por medios de comunicación y organizaciones defensoras de los dere-

chos de la población privada de la libertad. 

 

Con el ánimo de superar la crisis, el fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad 

pasó a ser administrado por un Consorcio integrado por la Fiduagraria y la Fiduprevisora , quien para 

marzo del 2010 el consorcio había contratado personal profesional en los 137 Establecimientos a car-

go del INPEC, y había suscrito 108 cartas de intención con IPS. No obstante lo anterior,  la crisis conti-

nua, las quejas por parte de los internos en relación con la atención al servicio de salud no han cesa-

do. En este sentido, la Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil a la Sentencia T-388 de 2013, 

particularmente el Equipo Jurídico Pueblos constató que siguen existiendo problemas graves en el 

Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana Seguridad de Popayán, en el Complejo 

Penitenciario y Carcelario de Cúcuta, en el Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de 

Bogotá, todos relacionados con la escases de medicamentos, de quipos técnicos, equipo de laborato-

rio, personal médico, lo cual sin lugar a dudas permite evidenciar que la crisis carcelaria en temas de 

salud no se encuentra superada.  
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B) Deficiente protección a la integridad de los reclusos    

 

Si bien el INPEC ha elaborado directrices para evitar el uso inadecuado de las Unidades de Tratamien-

to Especial - ŮŭŞ, ŶƂƀƂ Ÿſ MŦŴƁƈŴſ ƃŴƅŴ ſŴ ŶƂƅƅŸŶƇŴ ŴƃſżŶŴŶżǫƁ ŷŸſ ŴżƆſŴƀżŸƁƇƂ ŸƁ ſŴ ŮƁżŷŴŷŸƆ ŷŸ ŭƅŴƇŴ-

ƀżŸƁƇƂ ŞƆƃŸŶżŴſNớ ƌ MšŸƅƅŴƀżŸƁƇŴ ŷŸ ƉŸƅżŹżŶŴŶżǫƁ, ŠŸƆƇżǫƁ ŷŸ ſŴƆ ŮƁżŷŴŷŸƆ ŷŸ ŭƅŴƇŴƀżŸƁƇƂ ŞƆƃŸŶżŴſN, ſŴ 

evidencia manifiesta que el uso del UTE es arbitrio por parte de los funcionarios del INPEC. De tal for-

ma, la Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil a la Sentencia T-388 de 2013, manifestó que el 

uso de las UTE se utiliza como forma indiscriminada para limitar las visitas, las actividades de redención 

de pena, en condiciones precarias de sanidad y salubridad que atentan contra los derechos fundamen-

tales de los internos.  

 

Así mismo, aparte del uso arbitrario de las UTE, también existen denuncias por lo que ocurre dentro de 

estas unidades, hechos que vulneran y atentan contra la integridad física de la población reclusa. En 

este sentido, la muerte de cinco internos por un incendio en la UTE del establecimiento Penitenciario 

de Barranquilla, la muerte de dos internos por falta de atención médica en la UTE del Complejo Peni-

tenciario de Cúcuta y la muerte de un hombre trans por tortura del personal del INPEC  en la UTE del 

Complejo Penitenciario y Carcelario de Jamundí, ejemplifican las faltas de garantías para integridad de 

la población reclusa y el incumplimiento de las obligaciones del Estado colombiano, en relación al ar-

tículo 6° del PIDCP. 

 

Adicionalmente, otros actos comunes constitutivos de afectaciones a la integridad de los reclusos, son  

el uso abusivo de la fuerza y los castigos colectivos contra la población reclusa,  que mayormente su-

fren las personas LGBT privadas de la libertad. Respecto a la violencia a la población LGTB, la Comisión 

de Seguimiento de la Sociedad Civil a la Sentencia T-388 de 2013, constató que la mayoría de violen-

cia física, sexual y psicológica cometida por otras personas privadas de la libertad y por el personal de 

custodia y vigilancia, no se denuncia y que pocos establecimientos penitenciarios tienen estructuradas 

políticas de ubicación para la comunidad LGTB.  

 

Finalmente, existen conductas que afectan la integridad de la población privada de la libertad realiza-

das por la misma población carcelaria, situación que el Estado Colombiano a través del INPEC debe 

impedir y que no ha logrado hacerlo. Dentro de las mencionadas conductas más reiteradas, se encuen-

tran la  violencia sexual como una forma de tortura y los tratos crueles inhumanos y degradantes que 

deben soportar los internos que no tienen como pagar por los implementos de subsistencia que el Esta-

do debe entregar y que al no hacerlo determinados grupos de la prisión lo hacen como forma de tráfi-

co.  
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Las siguientes cifras dan cuentan de lo previamente manifestado, que obligación que recae sobre el 

Estado colombiano de proteger el derecho a la vida de los internos y detenidos derivada del artículo 

6Ƭ ŷŸſ ũŢŝŜũ ŸƆ żƁŸŹżŶżŸƁƇŸ ƌ ƄƈŸ Ɔż ŵżŸƁ Ÿſ ŠƂŵżŸƅƁƂ ŧŴŶżƂƁŴſ ƌ ſŴƆ ŴſƇŴƆ ŜƂƅƇŸƆ ƁƂ ŻŴƁ ƆżŷƂ ŴŽŸƁŴƆ Ŵ ſŴ 

presión mediática por solucionar la crisis carcelaria, sus esfuerzos de han resultados cortos. De tal for-

ma, es preciso resaltar que para el año 2016  luego de la entrada en vigencia de la Ley 1709/2014, 

normatividad que se esperaba solucionara las dificultades de atención a los servicios de salud carcela-

ria, el  Consorcio integrado por la Fiduagraria y la Fiduprevisora,  ahora encargado de prestar el servi-

cio de salud en las cárceles del país, encontró más de 20.000 solicitudes de atención a la salud de los 

internos  y más de 9.117 tutelas apresadas producto de falta de infraestructura y tecnología. 

 

En este sentido, un indicador que reflejó para el año 2014 la incapacidad del Estado para garantizar el 

efectivo goce del derecho a la salud de la probación reclusa del país, es la salud mental de los inter-

nos. De tal forma, para el año 2014 se encontró que los internos de la Cárcel La Modelo de Bogotá 

sufren en un 24% la incidencia de depresión, cifra bastante alta si se toma en consideración que tan 

solo el 3, 2 de los colombianos sufre de dicho trastorno mental. Ahora bien, la depresión de los inter-

nos se ha manifestado en la Cárcel la Modelo, por medio de conductas auto lesivas o suicidas, por 

ejemplo de una muestra representativa de 150 internos de dicha cárcel, 30 internos manifestaron  ha-

ber pensado como  opción combatir la depresión,  quitarse la vida o hacerse daños a sí mismos, situa-

ción que ha llegado a materializarse con la decisión de 5 internos de quitarse la vida, situación que 

puede preverse  si existiera  asesoramiento y acompañamiento para los individuos que sufren de de-

presión y otro tipo de enfermedades mentales.   

 

Ahora bien, de las solicitudes y tutelas apresadas que encontró el Consorcio al momento de empezar a 

prestar el servicio de salud en los establecimientos carcelarios y penitenciarios, que más se destacan, 

fueron las de 89 reclusos que al padecer del virus del VIH dejaron por más de 6 meses de recibir trata-

miento para su condición, o los 33 reclusos afectados por tuberculosis, 65 por diabetes, 45 por VIH y 

135 ƃƂƅ ŻżƃŸƅƇŸƁƆżǫƁ ŴƅƇŸƅżŴſ ŷŸ ſŴ ŜǙƅŶŸſ ŷŸ ůżſſŴŻŸƅƀƂƆŴ ŸƁ ŜŴſż, ƄƈŸ ŷŸŽŴƅƂƁ ŷŸ ƅŸŶżŵżƅ ƀŸŷżŶŴƀŸƁ-

tos y asistencia médica oportuna.  

 

De las situaciones más críticas y que mejor materializan el problema carcelario del país, es el caso de 

la muerte de un interno en la Cárcel de Buenaventura, que tal como fue constatado por la Secretaría 

de Salud del Valle, la muerte se produjo por falta de medicamentos para tratar el SIDA. Como conse-

cuencia de del empeoramiento de la crisis, el Ministerio de Salud declaró el estado de Emergencia 

Penitenciaria y Carcelaria con vigencia hasta el 31 de diciembre de 2016, declaración que tuvo que 

ser prorrogada hasta el 30 de junio de 2017.  
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Por su parte, la respuesta de acción del Consorcio para marzo de 2016, fue contratar personal profesio-

nal para 137 establecimientos carcelarios y suscribir 108 cartas de intención con IPS prestación de servi-

cios de baja complejidad, 72 para mediana complejidad y 66 para alta complejidad, para noviembre del 

mismo año el número de profesionales de la salud alcanzaba 1115. No obstante lo anterior, los esfuer-

zos del Consorcio no han sido suficientes, pues para el año 2017 todavía se siguen registrando numero-

sos casos de internos que reclaman asistencia médica, y que ante la inoportuna respuesta del Estado se 

siguen cobrando vidas, agravando condiciones médicas y vulnerando derechos fundamentales. 

 

Respecto a la muestra empírica del 2017, el IMPEC reportó para el primer semestre del 2017, 1.704 tu-

telas se presentaron que guardan relación con problemas relacionados a la salud de los internos. Por 

otra parte, pese a que se ha adelantado una mayor contratación de profesional de la salud, el numero 

sigue sin cumplir con el mínimo de personal médico en cada centro de reclusión requiere, esto sumado 

al hecho de la escases de medicamentos,  que no obstante a que se reporta el cumplimiento en  un 

85,63%, ſŴ ŷŸ żƁƆƈƀƂƆ ƀǡŷżŶƂƆ ŸƁ ƈƁ 91,13% ƌ ŷŸ żƁƆƈƀƂƆ ƂŷƂƁƇƂſǫźżŶƂƆ ŸƁ ƈƁ 81.46%, ťŴ ŝŸŹŸƁƆƂƅǥŴ 

del Pueblo sigue reportando problemas con el suministro de los insumos. 

Ahora bien, dentro de las razones por las cuales la crisis persiste a pesar de los esfuerzos de las autorida-

des competentes, es el modelo mismo de atención de salud de los internos. En este sentido, el sistema al 

funcionar por medio de la intermediación y la tercerización, genera que no exista claridad en las rela-

ciones entre internos y las entidades encargadas de satisfacer el derecho a la salud. Así mismo, el mode-

lo no es ágil, para que un interno pueda gozar de atención médica, es necesario para todos los intervi-

nientes realizar y gran número de trámites y requisitos,  razón por la cual solo se le presta asistencia efi-

caz y oportuna a los internos cuyo estado de vida se ve seriamente comprometido. 

 

Por otra parte, los problemas médicos de los internos catalogados de baja y mediana complejidad, son 

tratados intramuralmente, lo cual supone un grave problema para los internos, pues la infraestructura es 

inadecuada para garantizar el derecho a la salud y se impide que los internos sean remitos a estableci-

mientos idóneos para ser atendidos. Adicionalmente, hay esfuerzos tímidos si se considera la magnitud 

del problema, como lo fueron las 504 brigadas médicas que se realizaron en 135 establecimientos car-

celarios que brindaron atención complementaria a 17.622 personas entre el 31 de Enero y el 4 de abril 

de 2017. Ayuda insuficiente teniendo en consideración que a Mayo del 2017 se habían realizado 44.814 

solicitudes de internos pidiendo acceso a la salud y la falta de capacidad de tratamiento para enferme-

dades graves de las mencionadas brigadas. Este tipo de iniciativas si bien ayudan, no atacan el problema 

estructural de la falta de atención médica de la población reclusa.   

Otra razón que explica los problemas de acceso a la salud de los reclusos, son las malas gestiones admi-

nistrativas del INPEC y la falta de recursos económicos para hacerle frente a las dificultades. De tal for-

ma, en el año 2017 hubo  21.369 autorizaciones, sin embargo solo se asignaron 3.877 citas médicas de 

las cuales  se cumplieron 3.062. 

 
21 



 

 

En conclusión, se puede evidenciar  que existen datos empíricos contundentes que dan cuenta que la 

sistemática violación de los derechos humanos de la población reclusa, fruto de la incapacidad del Es-

tado para garantizar su derecho a la salud. Para solucionar ese complejo problema, es preciso que las 

autoridades competentes realicen cambios estructurales al sistema actual y que el Estado manifieste 

una mayor voluntad para asistir a la población reclusa no solo en lo concerniente a la salud, sino a to-

das las problemáticas que enfrenta el sistema penitenciario colombiano, que de una u otra forma están 

relacionadas las unas con las otras. 

 

Garantía de no sometimiento a tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes 

 

La tortura, y los tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes (en lo sucesivo TTPCID) siguen, hasta 

la actualidad, siendo conductas que no son investigadas adecuadamente y mucho menos sancionadas 

satisfactoriamente por la administración de justicia en Colombia. No sólo han sido factores que han 

tenido incidencia directa en este fenómeno el hecho de que el aparato judicial esté absolutamente 

trabado y congestionado con todos los procesos judiciales de su andamiaje, como tampoco recae ex-

clusivamente en el hecho de que no se disponga de presencia institucional por parte de la fuerza pú-

blica, autoridades estatales u organismos de vigilancia sin los recursos suficientes por parte del Estado. 

Así entonces, la respuesta del Estado colombiano sobre la garantía de evitar a todas luces la TTPCID no 

ha sido adecuada, ha sido omisiva y ha dejado bastante impune la sanción y enjuiciamiento de los res-

ponsables por estos delitos (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015). Existen varios factores, 

prácticas, decisiones políticas y mecanismos que promueven la impunidad frente a estos crímenes. 

 

En primera instancia, la respuesta del Estado con ocasión al factor de los TTPCID ha sido especialmente 

deficiente con ocasión a la forma en la cual en muchos casos, y para infortunio, en vista de que ha ha-

bido presencia de otro tipo de tipos penales más gravosos en el contexto colombiano, sobre todo en lo 

que atañe a delitos como desplazamiento forzado, desaparición , o incluso ejecuciones extrajudiciales, 

no ha habido mayor atención por parte de las autoridades hacia los delitos de TTPCID (Coalición Co-

lombiana Contra la Tortura, 2015). Lo que ha sucedido es que las autoridades competentes han visto 

que la tortura se ha incorporado para ser parte integral de alguno de estos crímenes antedichos, o bien 

ha sucedido que en casos ha habido confusión en relación a dicho suceso, es decir, sobre la verdadera 

ocurrencia de un crimen de los TTPCID (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015). Esto, toda vez 

que en muchos casos los crímenes de los TTPCID se han visto apenas catalogados como lesiones perso-

nales, amenazas o abusos de autoridades, incrementando de esta manera la impunidad que con rela-

ción a dicho crimen hay en el escenario colombiano, lo que ha sido, indiscutidamente, un error craso, 

que como resultado de una valoración o clasificación de hechos incorrecta, ha implicado cierta preju-

dicialidad en sostener grados elevados de impunidad (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015). 
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Lo anterior también se ha visto reforzado con especial atención de la información imprecisa, inexacta y 

parcialmente incorrecta por parte de las autoridades competentes relacionada con sucesos delictivos 

en territorio colombiano.  El tema cobra especial atención en vista de que no existe en Colombia un 

mecanismo de recolección y sucesiva recopilación de información sobre casos o acontecimientos que 

tengan que ver con delitos de TTPCID de forma adecuada: no hay un banco, base de datos unificada o 

agrupación de incidentes que dé a conocer la trayectoria y la ocurrencia de este tipo de crímenes en el 

contexto nacional (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015). El resultado es la imposibilidad de 

conocer a ciencia cierta la cantidad de casos de este tipo que tienen lugar en el país, ni tampoco per-

mite dar cuenta del número y el estado efectivo de las investigaciones que se adelantan. La imposibili-

dad de adentrarse en este fenómeno también se ve obstaculizada por el hecho de que, si bien no se 

cuenta con información, tampoco se cuenta con elementos que permitan desagregar cabalmente este 

tipo de acontecimientos según sea el género, edad, raza, etc., lo cual tampoco deja entender si puede 

llegar a existir un patrón con ocasión a esta actividad delictiva y criminal de los TTPCID, o si bien si-

guen la suerte de ser conductas relativamente aisladas. 

 

Así entonces, lo anterior tiene especial asidero a la hora de revisar el estado de las investigaciones que 

sobre tortura se llevan a cabo por parte del aparato estatal. Se trata de la Fiscalía General de la Na-

ción, siendo la entidad encargada de realizar la investigación correspondiente a los casos de tortura a 

través de sus diferentes direcciones misionales, la que realizó el registro los siguientes y únicos hallaz-

gos, a nivel nacional, en especial atención al delito analizado, en un lapso de tiempo relativamente re-

ciente entre el año 2010 y 2014. Los hallazgos se explican en detalle a continuación: 

 

Para efectos de la Dirección Nacional de la Fiscalía Especializada contra el Terrorismo, dicha división 

reportó que para el periodo comprendido entre los años 2010-2014 se recibieron 28 denuncias por el 

delito de tortura, a las cuales se les abrió investigación bajo el trámite de la Ley 906 de 2004 (Fiscalía 

General de la Nación, 2014). De estas, 23 se encuentran en etapa de indagación, dos en etapa de jui-

cio, una en investigación y una fue precluida (FGN, 2014). Así mismo, sólo uno de estos casos cuenta 

con sentencia condenatoria proferida por la Fiscalía Tercera, del 19 de julio de 2014 (FGN, 2014). En 

otro orden de cosas, la dirección de la Fiscalía Delegada ante la Corte Suprema de Justicia registró, en 

el periodo de tiempo equivalente (comprendido entre el 1 de enero de 2010 hasta noviembre de 

2014), ƈƁ ŶǱƀƈſƂ ƇƂƇŴſ ŷŸ ŶżƁŶƂ ŶŴƆƂƆ ƅŸƃƂƅƇŴŷƂƆ, ƇƅŸƆ ŵŴŽƂ ſŴ ťŸƌ 600 ŷŸ 2000 ƌ ſƂƆ ƅŸƆƇŴƁƇŸƆ ŵŴŽƂ ſŴ 

Ley 906 de 2004 (FGN, 2014). De estos casos, uno se encontraba en etapa de instrucción y dos en in-

vestigación previa, sin que alguno contara, hasta dicho, momento con sentencia condenatoria (FGN, 

2014). Ų ŸƁ ǱſƇżƀŴ ƀŸŷżŷŴ, ſŴ ŷżƅŸŶŶżǫƁ ŷŸ ſŴ şżƆŶŴſǥŴ Ŵ ƁżƉŸſ ƁŴŶżƂƁŴſ ŸƁŶŴƅźŴŷŴ ŷŸ ŬŸŶŶżƂƁŴſŸƆ ƌ ŷŸ 

Seguridad Ciudadana, en su reporte relacionado al delito de tortura, puso de presente que para éste 

delito consagrado en el art. 178 del Código Penal, como para sus agravantes contenidos en el artículo 

subsiguientes, hubo un acumulado de 115 casos activos e inactivos (sin que se especifique a raíz de qué 

es que se devienen en inactivos dichos casos), los cuales ocurrieron 38 en el 2010;  
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 25 ŸƁ Ÿſ 2011; 8 ŸƁ Ÿſ 2012; 37 ŸƁ Ÿſ 2013 ƌ 7 ŸƁ Ÿſ 2014 (şżƆŶŴſǥŴ ŠŸƁŸƅŴſ ŷŸ ſŴ ŧŴŶżǫƁ, 2014). 

 

Con ello, lo que da a entender dicho análisis de recopilación de información por parte de la Fiscalía es 

que, en términos generales, no existe un sistema unificado capaz de arrojar información desglosada, 

recopilada, analizada y sistematizada con ocasión a la aparición de este tipo de actividades criminales 

en el territorio colombiano. Lo anterior cobra especial importancia si se tiene en cuenta que para 

efecto de acceder a esta información, el procedimiento implicó una investigación exhaustiva en las 

delegaciones de la Fiscalía, cada una independientemente, lo que demuestra falta de comunicación 

interinstitucional capaz de lograr agrupar todo en una base de datos. Se trata entonces de reportes 

parciales, provenientes de cada una de las áreas misionales, brindando un panorama incompleto. Aún 

así, se destacan las bajas cifras de investigaciones que se reportan en el lapso estudiado, en compara-

ción con el número de denuncias y casos registrados para el periodo (Fiscalía General de la Nación, 

2014). ŢźƈŴſ ƁƂ ŸƆ ŷŸƆŶŴƅƇŴŵſŸ ŷŸƆƇŴŶŴƅ ƄƈŸ, Ŵ ƃƅƂƃǫƆżƇƂ ŷŸ ſŴƆ żƁƉŸƆƇżźŴŶżƂƁŸƆ ƃſŴƁƇŸŴŷŴƆ ŶƂƁ ŴƁƇŸ-

rioridad, en efecto aunque exista un registro definido de casos puntuales que se encuentren delimita-

dos por el delito de tortura, es quizás viable que, en tanto la Fiscalía sólo reportó un caso investigado 

en concurrencia con otros actos delictivos, los hechos de tortura pueden estar siendo invisibilizados 

dentro de otros procesos o subsumidos en otras penalizaciones. Ello, sumado a que de los delitos TTP-

CID el único que está tipificado debidamente es el de tortura, lo que ocasiona que los demás que no 

están tipificados, que no se estén registrando bajo tortura, queden impunes. 

 

En igual medida, otro aspecto desfavorable que refleja la inacción adecuada del Estado, recae en la 

manera en la cual se debe proseguir a manejar la investigación penal que atañe a dichos delitos. Lo 

que sucede entonces es que las repercusiones de actuaciones reprochables de dicho tipo terminan 

siendo apenas consecuencias de tipo disciplinario, en cuyo caso se omite la faceta que tiene lugar en 

el procedimiento penal. Esto viene a ser todavía más gravoso en tanto los responsables de la tortura o 

de estos crímenes en comento han sido, en múltiples ocasiones, los funcionarios de la fuerza pública, 

dejando en claro un mensaje de ausencia de enjuiciamiento o de consecuencias reprochables cuando 

sucede esta conducta, lo que en últimas ha motivado a que en la justicia penal militar se contemplen 

las violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario, ámbitos éstos que se-

rían capaces de darle suficiente cabida a evitar la impunidad que sobre los delitos de TTPCID se han 

reiterado. 

Han surgido entonces diversas iniciativas legislativas con la intención de ampliar la competencia judi-

cial de las altas cortes para lograr incorporar los delitos del TTPCID y evitar su impunidad. Entre estos, 

destaca el Acto Legislativo 02 de 2012, en cuyo caso se estableció que en la investigación y juzga-

miento de las conductas de los miembros de la fuerza pública relacionadas con el conflicto armado, se 

aplicarán siempre las disposiciones del Derecho Internacional Humanitario (DIH) y que las infraccio-

nes a éste cometidos por los miembros de esta corporación serían en su mayoría conocidas por tribu-

nales militares o policiales.  
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También está el Acto Legislativo 010 de 2014, el cual planteó que un delito está relacionado con el 

servicio cuando haya sido cometido en el marco del desarrollo de operaciones militares u operativos 

policiales y demás procedimientos, donde si los delitos TTPCID hubiesen sido cometidos en este con-

texto de las funciones de la fuerza pública, serían relacionados con el servicio y entrarían a ser juzga-

dos bajo la justicia penal militar. Y en igual sentido, el Acto Legislativo 022 de 2014, el cual tiene co-

mo objeto otorgar competencia a la justicia penal militar para que conozca sobre infracciones al de-

recho internacional humanitario, excluyendo solamente, de las infracciones al DIH siete conductas 

delictivas que no contemplan los delitos de TTPCID, permitiendo que dichos actos delictivos fuesen 

juzgados por tribunales y cortes conformados por miembros de la misma corporación, intentando en-

dilgarles mayor grado de responsabilidad para tal efecto.  

 

En esta medida, de poder incorporar la posibilidad de que exista juzgamiento de este tipo de conduc-

tas delictivas, así fuese por un tribunal militar en el contexto de la fuerza pública, permitiría mayor 

comprensión del fenómeno de la tortura por parte del Estado, y en últimas propendería por abando-

nar el marco de la impunidad relativa en la que se encuentra este delito (Alto Comisionado de las Na-

ciones Unidas para los Derechos Humanos, 2015). Y es que si no existe una herramienta real que per-

mita, de forma decisiva, realizar el juzgamiento correspondiente a la tortura como un tipo identifica-

ble y enjuiciable, no hay motivo por el cual pensar que con la situación actual de impunidad en cir-

cunstancias penales habría suficiente justicia en esta medida. Así bien, aunque solo se trata de una 

forma más bajo la cual se da impunidad de los delitos de TTPCID ,la reacción del Estado, que ha sido 

pasiva con ocasión a poder hacer seguimiento a posibles violaciones que de crímenes de TTPCID haya 

perpetrado la fuerza pública, cambiaría sustancialmente (Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos, 2015). De ahí entonces la importancia de poder combatir eficientemen-

te esta circunstancia con lo que se planteó en anterioridad.  

 

Otro claro problema del Estado, que ha demostrado una relativa falta de respuesta adecuada con 

ocasión a los delitos de TTPCID, han sido las deficiencias en la aplicación de los Protocolos de Estam-

bul. Para el 2013, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF) le comunicó a 

la Organización Mundial Contra la Tortura (OMCT) que hubo avances con respecto al Protocolo de 

Estambul, siendo este el Manual de Investigación y Documentación Efectiva sobre Tortura, Castigos y 

Tratamientos Crueles, Inhumanos o Degradantes (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015). No 

obstante, aún si hubo adelantos presentados por la Fundación Colombiana para la Solidaridad de Pre-

sos Políticos, constatados en 1606 valoraciones en el 2013, por oposición a las 141 que hubo en el 

2010, ƇƂŷŴƉǥŴ ŸƋżƆƇŸƁ ŷżŹżŶƈſƇŴŷŸƆ ŸƁ ſŴƆ ƅŸźżƂƁŸƆ ƃŴƅŴ ƄƈŸ Ŵ ſŴƆ ƃŸƅƆƂƁŴƆ ſŸƆżƂƁŴŷŴƆ ƆŸ ſŸƆ ƃƅŴŶƇżƄƈŸƁ 

las disposiciones del protocolo (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015). 
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Asimismo, algunas regiones del país tampoco están dotadas del personal científico especializado que 

se requiere, sin siquiera poner de presente que ICMLCF no ha dispuesto un marco de referencia para 

poder definir adecuadamente cuáles son los signos a los cuales ha de asemejarse la tortura y bajo qué 

parámetros ha de entenderse esto (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015). Esto entra en con-

sonancia con la falta de aplicabilidad que sobre el Protocolo de Estambul hay en Colombia, de tal suer-

te que las herramientas dispuestas en dicho instructivo permiten tipificar adecuadamente y encuadrar 

cualquier tipo de signos de afectación bajo la valoración de conducta, pues sin ellas será imposible que 

no se investiguen presuntas torturas, y que en cambio entren a entenderse como lesiones personales o 

amenazas (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015). 

 

Paralelamente, la negativa de aceptar la competencia del CAT, por parte del Estado colombiano, para 

poder conocer las comunicaciones individuales, ha sido otro factor a tratar y a tener en cuenta, en tan-

to ello ha impedido la debida judicialización de los delitos de TTPCID en Colombia, en una clara res-

puesta incorrecta por parte del Estado colombiano  (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos, 2014). A través de la Ley 70 de 1986, Colombia aprobó la UNCAT 

(ŜƂƁƉŸƁŶżǫƁ ŶƂƁƇƅŴ ſŴ ŭƂƅƇƈƅŴ ƌ ƂƇƅƂƆ ŭƅŴƇƂƆ Ƃ ũŸƁŴƆ ŜƅƈŸſŸƆ, ŢƁŻƈƀŴƁƂƆ Ƃ ŝŸźƅŴŷŴƁƇŸƆ) ƌ ſŴƆ ŴŶƇżƉżŷŴ-

des de supervisión del cumplimiento de la misma por parte del CCT (Comité Contra la Tortura). No 

obstante, el verdadero problema ha radicado en que aunque Colombia ratificó la convención, adhi-

riendo adecuadamente al ordenamiento jurídico nacional, a la fecha no ha efectuado la declaración 

señalada por el artículo 22 de la convención para reconocer la autorización del Comité en el estudio 

de comunicaciones individuales en el territorio colombiano, independiente de las investigaciones que 

surta el ente acusador que tiene por definición legal (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos, 2014). El alegato que plantea el gobierno se basa en que nacio-

nalmente ya se cuentan con mecanismos de supervisión adecuados, lo que no haría, supuestamente, 

necesario acudir a incorporar otras formas de vigilancia (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos, 2014). Esto no solamente es problemático si se entiende desde el 

punto de vista de que Colombia no sólo dispone de suficiente impunidad en cabeza de los delitos de 

TTPCID (pues solamente hay tipificación expresa para tortura en exclusivo, pero para los demás no 

hay), sino que también resultan desprotegidos posibles casos en los cuales no existe seguimiento o 

monitoreo que no han podido ser rastreados adecuadamente por el Estado, pero que en efecto consti-

tuyen otros más para la totalidad de casos de delitos de TTPCID en el país.  

Igualmente, a esto se tiene que añadir el hecho de que se deviene especialmente importante observar 

la manera en la cual la Fiscalía hace seguimiento de los actos de tortura cometidos, pues bajo su meto-

dología de seguimiento hay indudablemente mayor grado de propensión a mantener los crímenes de 

TTPCID en condición impune. Esta entidad se encarga de realizar las respectivas investigaciones bajo 

un criterio de priorización, lo que indica, a grandes rasgos, que según un nivel de importancia que la 

misma entidad le arroja a las investigaciones, le brinda especial atención o desatención a los casos que 

trata (Fiscalía General de la Nación, 2015).  26 
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Con esto en mente, es necesario rescatar que dentro de sus once prioridades principales, las cuales están 

encabezadas con Criminalidad en el Urabá (principal prioridad), hasta el lugar once, ocupado por la situa-

ción de Riachuelo (última prioridad), no pone en ningún momento de presente ninguna prioridad tocante 

a los TTPCID. Así las cosas, si bien es factible que alguna de las vertientes de los delitos de TTPCID pueda 

estar subsumida en alguna de las once priorizaciones de la Fiscalía (ej. en violencia antisindical se podría 

tener en cuenta la valoración que sobre dicho aspecto hay con relación a los TTPCID), la realidad es que 

no todas estarían incluidas, pues sólo aquellas incorporadas serían tenidas en cuenta. Por ello es que este 

tipo de delitos de TTPCID, como mínimo, si no es posible que estén priorizados dentro del orden de la fis-

calía, como menos deberían ser evaluados en sede del acuerdo de UNCAT para evitar posibles casos que 

no estén documentados adecuadamente. 

 

En última medida, y en relación a la equivocada respuesta estatal frente a los TTPCID, es necesario obser-

var el desarrollo que de dichas nociones se ha generado en sede de los recientes acuerdos de paz, cuya 

materialización decisiva hace poco tiempo ha dejado de presente muchos asuntos de la realidad jurídica 

del país. Así, en aras de alcanzar la paz y como parte del proyecto político, la expedición del Acto Legisla-

tivo 01 del 2012 posibilitó, en parte, a que los grupos al margen de la ley fuesen tratados de manera dife-

renciada, creando asimismo unos criterios de priorización y selección de casos como herramienta para de-

finir las conductas a investigar mediante el mecanismo de justicia transicional creado. Dentro de sus impli-

caciones, entonces, nacieron aspectos tocantes a que dicha reforma a la Constitución desconocía el deber 

de investigar y juzgar las violaciones al DIH y los DDHH, constituyendo, inequívocamente, una desave-

nencia con la jurisprudencia internacional y representando una clara afectación a las víctimas. Claro está, 

como parte de esta amnistía que se estaba desarrollando, existía un claro papel de los delitos de TTPCID, 

los cuales, de ser considerados de manera diferenciada, se provocaría que se ahondara todavía más la im-

punidad que ya pre existía alrededor de dichos crímenes en cabeza del Estado colombiano. 

 

Por lo anterior es que, además de lo ya dicho, la renuncia parcial que con los acuerdos de paz se efectúa para 

efectos de realizar o no a la delincuencia y su comisión en ciertos aspectos, y la priorización en buscar máxi-

mos responsables de delitos de lesa humanidad, temas de genocidio y crímenes de guerra, dejaba, una vez 

más a los delitos de TTPCID aislados, desmejorando cualquier reconocimiento que sobre la comisión de este 

tipo de delitos pudiese llegar a haber. Lo anterior, de la mano, de nuevo, de una omisión de instrumentos in-

ternacionales en poder investigar, juzgar y sancionar graves violaciones a crímenes que están íntimamente 

relacionados con los delitos de TTPCID. 

 

Así las cosas, y a modo de conclusión, hay un aislamiento significativo por parte del Estado colombiano de 

frente a la criminalidad bajo la modalidad de delitos TTPCID; esto se ha visto de diferentes maneras, ge-

neralmente omisivas, en cuyos casos han desconsiderado de forma palpable la inminente presencia de es-

te tipo de delitos en las circunstancias de tiempo y lugar del contexto local. Por ello es que resulta indis-

pensable lograr articular una respuesta asertiva que pretenda brindar cabida e importancia, y que en últi-

mas no cercene la posibilidad de generar impunidad en cualquier medida con ocasión a los delitos de 

TTPCID. 



 

 

Así las cosas, y a modo de conclusión, hay un aislamiento significativo por parte del Estado colombiano 

de frente a la criminalidad bajo la modalidad de delitos TTPCID; esto se ha visto de diferentes mane-

ras, generalmente omisivas, en cuyos casos han desconsiderado de forma palpable la inminente pre-

sencia de este tipo de delitos en las circunstancias de tiempo y lugar del contexto local. Por ello es que 

resulta indispensable lograr articular una respuesta asertiva que pretenda brindar cabida e importan-

cia, y que en últimas no cercene la posibilidad de generar impunidad en cualquier medida con ocasión 

a los delitos de TTPCID 

 

A) Datos empíricos sobre la garantía de no sometimiento a tortura o tratos crueles, inhumanos 

o degradantes 

 

A la hora de poder documentar todos los casos de tortura, es indispensable aclarar que en efecto en 

Colombia no existe una recolección oficial de información con ocasión a este delito y los demás del 

TTPCID, lo que no permite, cabalmente, poder hacer frente a las estadísticas que rodean los delitos de 

TTPCID. De hecho, fue la Organización Mundial contra la Tortura, quien constató que la razón princi-

pal por la que en Colombia no hay compromiso verdadero para hacer frente a los casos de tortura, lo 

que incluye un desconocimiento para poder reunir datos empíricos alrededor de dicha modalidad cri-

minal, es un resultado de la falta de voluntad para seguir las recomendaciones que la ONU hizo en 

2009 (ŦŴƅƇǥƁŸƍ, 2013).  

 

Prueba de lo anterior fue que en la visita que realizaron las altas directivas de la Organización Mundial 

Contra la Tortura (OMCT) - Eric Sottas, secretario general de la ONG, y Andrea Sepúlveda, encargada 

de derechos humanos - les fue imposible tener acceso a las cifras de tortura, luego los únicos registros 

de los que disponían eran los que había presentado la Coalición Colombiana Contra la Tortura (CCT) 

entre 2001 y 2009, en una clara desactualización que para entonces rodeaba los cuatro años, pero que 

para hoy en día alcanzan un déficit de actualización cercano a los ocho años. Se entiende entonces 

que el último recuento fue de 1.834 casos entre 2001 y 2009, de los cuales 442 víctimas quedaron con 

vida y 1.118 fueron asesinadas (Comisión Colombiana Contra la Tortura, 2014). Igualmente, el error 

también ha estado en cabeza de las ONGs, las cuales, no solo no han logrado efectuar una recopila-

ción adecuada de datos, sino que tampoco han podido hacer un estudio cuidadoso que contemple 

qué es lo que se entiende como tortura o qué tratos o evidencias implican la existencia de tortura (El 

País, 2014). En esta medida, la única forma de lograr entender una cuantificación que sobre los delitos 

de TTPCID hay en la actualidad, es basándose en lo que se ha logrado reunir con ocasión a la Ley de 

Víctimas y Restitución de Tierras, la Ley 1448 de 2011, la cual, como parte de una reparación integral 

para las víctimas del conflicto armado, dispuso la creación de un Registro Único de Víctimas tendiente 

a lograr sistematizar información. De esta manera, en vista de que la ley en comento pretende lograr 

reparar a personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos  a par-

tir del 1º de enero de 1985,  como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 
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Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Huma-

nos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno, dentro de las cuales se cobijaron conduc-

tas relacionadas a TTPCID, al tratarse de modalidades delictivas que atentan contra los Derechos 

Humanos . 

 

En esta medida, la única recolección que se logró hacer fue aquella dispuesta por la Red Nacional 

de Información (RNI), en su informe sobre afectaciones a derechos humanos en sede del conflicto 

armado, el cual durante el 2010 y el 2014 indicó que se han integrado al Registro Único de Vícti-

mas (RUV) un total de 595 víctimas de tortura en contextos de conflicto armado: 

 
 

En el lapso comprendido entre 2010 y 2014, el RNI ha incluido el siguiente número de víctimas de 

tortura, teniendo en cuenta el lugar de ocurrencia de los hechos: 

29 



 

 

Ahora, si bien estos datos se asemejan de manera razonable con una investigación conducida por el 

Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP) y la Comisión Inter congregacional de Justicia y 

Paz, estas son ligeramente diferentes: este último creó el Banco de Datos sobre Derechos Humanos y 

Violencia Política, profundizando en la noción a partir de las bases que había dejado sentadas la ya 

creada Red Nacional de Información, pero tratando en exclusiva la tortura a nivel físico. Allí se registró 

un total de 3496  víctimas de actos donde se ha denunciado tortura física en el lapso de tiempo entre el 

2010 ƌ Ÿſ 2014. ŞƆƇƂƆ ƅŸźżƆƇƅƂƆ ŴſŶŴƁƍŴƅƂƁ Ÿſ ƀŴƌƂƅ ƁǱƀŸƅƂ ŸƁ Ÿſ ŴǩƂ 2013, ŶƂƁ 96 ƉǥŶƇżƀŴƆ, ƆŸźƈżŷƂ ƃƂƅ 

el 2011 con 78, el 2010 con 74, el 2012 con 64 y de enero a julio del 2014 se registraron un total de 37 

víctimas de actos de tortura física, cuyos departamentos con más casos en mano fueron Nariño, Caque-

tá y Norte de Santander respectivamente: 

 
Igualmente, el mayor avance que logró esta última investigación del Centro de Investigación y Educa-

ción Popular (CINEP) y la Comisión Inter congregacional de Justicia y Paz fue que efectivamente logró 

categorizar la información que sobre la tortura puntualmente se encontraba. De esta forma, se encon-

tró que son los hombres y los jóvenes (de 18 a 25 años) quienes son mayoritariamente víctimas, cuyos 

sectores sociales más afectados resultaron siendo las poblaciones étnicas, que registran 38 víctimas, los 

campesinos, con 45 y las personas excluidas socialmente, con 19, siendo la fuerza pública aparece el 

principal victimario, seguido de los grupos paramilitares:  
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Asimismo, si bien los datos anteriores reflejan apenas contadas recolecciones, recopilaciones y sucesiva 

organización de datos relativos a TPCID, unificados en Colombia, es menester poner de presente cómo 

la TPCID han también tenido lugar en otras esferas sociales, cuyas cifras pueden evaluarse de manera 

empírica, pero aisladamente, sin que estén articuladas en algún tipo de registro o base de datos, sien-

do en cambio disponibles para estudiarse de manera independiente.  

 

Este, verbi gracia, es el caso de TPCID contra los grupos históricamente discriminados. Por ejemplo, y 

frente a las mujeres en particular, según cifras del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Fo-

renses (INMLCF) de los años 2010 a 2013, analizadas y presentadas por Sisma Mujer, una mujer sufre 

violencia sexual cada 30 minutos y por un hombre que sufre estos hechos, cinco mujeres han sido vícti-

mas (Sisma Mujer, 2014). Análogo ha sido el caso de niñas, niños y adolescentes NNA con ocasión del 

conflicto armado: en una aproximación realizada por organizaciones de la sociedad civil en desarrollo 

ŷŸ ſŴ ŶŴƀƃŴǩŴ MůżƂſŴŶżƂƁŸƆ ƌ ƂƇƅŴƆ ůżƂſŸƁŶżŴƆ: ŬŴƄƈŸƁ ƀż ŜƈŸƅƃƂ ŷŸ ſŴ ŠƈŸƅƅŴN, ƆŸ ŻŴƁ ƅŸźżƆƇƅŴŷƂ, ŸƁ-

tre el año 2008 a 2012, al menos 48.915 casos de violencia sexual a NNA en el marco del conflicto ar-

mado. De estos, 41.313 corresponden a niñas y adolescentes de sexo femenino y 7.602 a niños y ado-

lescentes de sexo masculino, quienes fueron víctimas en 1.070 municipios del país (Saquen mi Cuerpo 

de la Guerra, 2014).  

 

Este también ha sido el caso de situaciones de TPCID contra personas LGBTI, en cuyo caso Colombia 

Diversa ha registrado 212 eventos de violencia policial contra población LGBTI del año 2008 al 2014, 

siendo las mujeres trans las más afectadas (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015).  
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Dicha situación también se ha visto replicada en los protectores de DD.HH y líderes sociales, pues se-

gún el Programa Somos Defensores, de enero de 2010 a septiembre de 2014 un total de 1.762 líderes 

y defensores y defensoras de DDHH han sido víctimas de agresiones individuales, tales como amena-

zas, asesinatos, atentados, detenciones arbitrarias, uso arbitrario del sistema penal, robo de informa-

ción, desaparición, violencia sexual y lesiones personales (174 defensores sufrieron agresiones en 

2010, en 2011: 239, en 2012: 357, en 2013: 366 y durante el 2014: 626, lo que revela un aumento no-

torio de las agresiones percibidas cada año) (Programa Somos Defensores, 2010) (Programa Somos 

Defensores, 2011) (Programa Somos Defensores, 2012) (Programa Somos Defensores, 2013) 

(Programa Somos Defensores, 2014). 

 

Indistintamente, la tortura y TPCID contra personas privadas de la libertad no ha sido excepción ante 

los nombramientos de grupos sociales que han sido víctimas de dichas circunstancias de adversidad 

manifiesta: en lo relativo al abuso de la autoridad en centros penitenciarios, el Instituto Nacional de 

Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF) informó que entre el año 2010 y lo corrido del 2014 fue-

ron valoradas 2.425 personas privadas de libertad por presentar lesiones personales, de las cuales 187 

son mujeres y siete pertenecen a la comunidad LGBTI. En contraste, la Fiscalía General de la Nación 

indicó que existen 750 procesos en curso en contra de personal del INPEC, por diferentes modalida-

des delictivas, de los cuales 226 son por lesiones personales (Instituto Nacional de Medicina Legal y 

Ciencias Forenses, 2014).  

 

Asimismo, el hacinamiento también ha de mencionarse como un aspecto que ha agudizado notoria-

mente las circunstancias de TPCID para la población privada de la libertad: son 40 los centros de reclu-

sión donde se presentan los mayores índices de hacinamiento, entre los que se encuentran la cárcel La 

Modelo de Bogotá, Vistahermosa en Cali, Bellavista de Medellín y La Modelo de Bucaramanga 

(ŜƂŴſżŶżǫƁ ŜƂſƂƀŵżŴƁŴ ŜƂƁƇƅŴ ſŴ ŭƂƅƇƈƅŴ, 2015). ŞƆƇƂ, ŴŶƂƀƃŴǩŴŷƂ ŷŸ ŶżŹƅŴƆ ŷŸſ ŢŧũŞŜ ŷŸſ ƀŸƆ ŷŸ Žƈ-

nio de 2014, donde en los cinco primeros meses del año 14.226 personas (748 mujeres) ingresaron a 

centros de reclusión en calidad de sindicadas y, aunque la Ley 906 de 2005 prevé un tiempo máximo 

de seis meses de privación de libertad para que a una persona se le defina su situación jurídica, más 

del 65% de estas personas han sobrepasado este término (INPEC, 2014).  

Y es que se deviene en especial atender la situación que rodea la realidad de las personas reclusas in-

tramuralmente, de tal suerte que ha habido una absoluta negligencia por parte del Estado en la mate-

ria ante el inminente llamado por mejoramiento y humanización de sus condiciones, en tanto sus es-

fuerzos tendientes a mejorar dichas particularidades no han sido útiles, prácticos o funcionales en la 

práctica.  Ejemplo de ello es circunstancias como que en los primeros seis meses de vigencia de la re-

forma penitenciaria de la Ley 1709 de 2014, se presentó una leve reducción en el número de personas 

que permanecían en centros de reclusión Ppasando de 111.646 hombres y 8.977 mujeres, en enero de 

2014, Ŵ 108.929 ŻƂƀŵƅŸƆ ƌ 8.302 ƀƈŽŸƅŸƆ, ŸƁ ŽƈƁżƂ ŷŸſ ƀżƆƀƂ ŴǩƂ (ŢŧũŞŜ, 2014).  
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No obstante, la realidad es que dicha ley no cumplió su objetivo como medida de deshacinamiento, 

ya que, aunque se esperaba liberar 9.000 personas frente a un déficit de 44.450 cupos, la realidad es 

ƄƈŸ Ŵ ƀŴƅƍƂ ŷŸ 2015 ſƈŸźƂ ŷŸ ſŸƉŴƁƇŴŷŴ ſŴ MƂƃŸƅŴŶżǫƁ ƅŸźſŴƀŸƁƇƂN ſŴ ƃƂŵſŴŶżǫƁ ƅŸŶſƈƆŴ ƌŴ ƆƈƃŸƅŴŵŴ 

las 138 mil personas privadas de libertad (Coalición Colombiana Contra la Tortura, 2015). 

 

De la misma forma, los esfuerzos infructuosos para contrarrestar dichas circunstancias en las cárceles 

también se evidencia en cifras, como las que ha brindado el Instituto Colombiano de Bienestar Fami-

liar (ICBF), el cual ha reportado que, con corte a noviembre de 2011, 2.631 personas se encontraban 

confinadas en internados para población con discapacidad y 1.303, en instituciones de internado para 

población con discapacidad psicosocial (Eidelman, y otros, 2012), individuos que en definitiva podrían 

abandonar los establecimientos, bien en pro de subrogados penales, o bajo el entendido de que su 

sanción social sea vislumbrada como sujetos particulares dadas sus circunstancias de especialidad en 

materia de salud física y mental. Por ello es que, en últimas, la inoperancia del Estado ante las inmi-

nentes situaciones de TPCID ha conducido a que se conserven cifras inhumanas hacinamiento en Co-

lombia, que pasaron del 27.8% al 58.5% durante los últimos cinco años (Coalición Colombiana Contra 

la Tortura, 2015).  

 

Derecho a la libertad y seguridad personal 

 

Sin importar las circunstancias en que se encuentre la persona, siempre se debe reconocer el derecho 

a la vida, especialmente cuando la persona  está privada de su libertad. Si bien la persona tiene limita-

do su derecho de circulación y locomoción, sigue teniendo vigentes sus otros derechos. También, ca-

be resaltar la responsabilidad de la administración al privar a una persona de su libertad en un esta-

blecimiento penitenciario:  

 

MŭƅŴƇǙƁŷƂƆŸ ŶƂƁŶƅŸƇŴƀŸƁƇŸ ŷŸ ſŴƆ ƃŸƅƆƂƁŴƆ ƃƅżƉŴŷŴƆ ŷŸ ſŴ ſżŵŸƅƇŴŷ , Ÿſ ŜƂƁƆŸŽƂ ŷŸ ŞƆƇŴŷƂ ŻŴ ŸƋƃƅŸƆŴŷƂ 

que cuando se detiene a una persona , y luego ésta es recluida en una cárcel, las autoridades  deben de-

volverla al seno de su familia en las mismas condiciones físicas y síquicas en que fue detenida, obligación 

que surge desde el mismo momento de la detención. Esta obligación se vuelve objetiva y por consiguien-

te no importa el concepto de culpa. A la Administración sólo se la exonera  si se demuestra que el daño 

ocurrió por la culpa exclusiva de la víctima (ŜƂƁƆŸŽƂ ŷŸ ŞƆƇŴŷƂ 1997)N.  

 

Ahora, es necesario desarrollar el entendimiento que tiene la Corte Constitucional en cuanto a estos 

derechos. Así en la Sentencia T-719 de 2003, establece que la seguridad personal es:  

 

MŞſ ŷŸƅŸŶŻƂ Ŵ ſŴ ƆŸźƈƅżŷŴŷ ƃŸƅƆƂƁŴſ, ŸƁ ŸƆŸ ŶƂƁƇŸƋƇƂ, ŸƆ ŴƄƈŸſ ƄƈŸ ŹŴŶƈſƇŴ Ŵ ſŴƆ ƃŸƅƆƂƁŴƆ ƃŴƅŴ ƅŸŶżŵżƅ ƃƅƂ-

tección adecuada por parte de las autoridades, cuandoquiera que estén expuestas a riesgos excepciona-

les que no tienen el deber jurídico de tolerar, por rebasar éstos los niveles soportables de peligro implíci-

tos en la vida en sociedad;  33 



 

 

en esa medida, el derecho a la seguridad constituye una manifestación del principio de igual-

dad ante las cargas públicas, materializa las finalidades más básicas asignadas a las autorida-

des por el Constituyente, garantiza la protección de los derechos fundamentales de los más 

vulnerables, discriminados y perseguidos, y manifiesta la primacía del principio de equidad. 

ŞƆƇƂƆ ƃƈƁƇƂƆ ƆŸ ŸƋƃſżŶŴƅǙƁ Ŵ ŶƂƁƇżƁƈŴŶżǫƁN (Ŧũ:ŝƅ. ŦŚŧŮŞť ţŨŬŞ ŜŞũŞŝŚ ŞŬũŢŧŨŬŚ 2003).  

 

Mediante esta Sentencia, la Corte Constitucional determina que este derecho no es absoluto ni limi-

tado, y que se deben probar los hechos sobre la existencia de un riesgo extraordinario. También, se 

llega a la conclusión que si bien este derecho tiene gran relevancia internacional y nacional, la Corte 

no comparte la concepción internacional en cuanto al alcance de este derecho, pues su aplicación se 

limita a la detención arbitraria o irregular. En otras palabras, hay una confusión entre protección de 

libertad personal y derecho a la seguridad, pues se habla de estos derechos como si fuesen sinóni-

mos, cuando en la realidad son dos derechos diferentes.  

 

Es así como, la Corte hace una distinción en el ámbito nacional, pues establece que el derecho a la 

seguridad personal es un derecho fundamental de todos los ciudadanos, que está consagrado en su-

jetos de especial protección, mientras que la libertad personal no tiene este limitante. De esta mane-

ra, uno de estos sujetos son las personas privadas de su libertad, pues se afirma la obligación por par-

te de las autoridades a proteger su integridad. De igual forma, para que se pueda garantizar este de-

recho, la persona afectada debe probar que su seguridad está en riesgo, así establece la Corte una 

serie de mecanismos que ayudan a probar estos hechos. 

 

Es así como, surge el deber Estatal de identificar el nivel de riesgo y adoptar las medidas preventivas 

y protectoras que sean necesarias y suficientes, teniendo en cuenta cada situación particular. Es decir 

que hay una aplicación casuística de este derecho, pues al no ser un derecho absoluto ni limitado, los 

funcionarios y jueces deben definir su alcance específico acorde al caso concreto.  

 

Se deben analizar las siguientes tensiones:  

 

(i)   MſŴ ƇŸƁƆżǫƁ ƄƈŸ ƆŸ ƃƅŸƆŸƁƇŴ ŸƁƇƅŸ Ÿſ ƅżŸƆźƂ ƄƈŸ ƆŸ ŵƈƆŶŴ ŸƉżƇŴƅ Ŵſ żƁƉƂŶŴƅ Ÿſ ŷŸƅŸŶŻƂ Ŵ ſŴ 

seguridad personal, y el principio de solidaridad, que impide que una persona se des-

prenda de cargas que debe soportar, o pretenda mejorar su seguridad personal a costa de 

incrementar la inseguridad de los demás miembros de su comunidad; y 

(ii) la tensión existente entre la medida de protección ideal de la seguridad personal en una situación 

concreta, y la capacidad institucional de las autoridades responsables para responder ante el peli-

gro, las cuales, si bien no pueden ampararse en sus propios errores, deficiencias o negligencia, han 

de emprender las acciones razonables, adecuadas y oportunas que estén disponibles o sean alcan-

zables (ŝƅ. ŦŴƁƈŸſ ţƂƆǡ ŜŸƃŸŷŴ, 2003)N.  
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Por otro lado, mediante la Sentencia T-719 de 2003, la Corte estableció que era necesario crear un 

sistema de protección jurídica para garantizar este derecho, pues no se logró identificar una política 

pública que se enfocará en garantizar este derecho. No obstante hoy en día  sigue la misma conclu-

sión, pues hay un vacío institucional para garantizar este derecho en la población colombiana.  

 

Sin embargo, es importante resaltar la importancia de este derecho en el marco internacional. Así 

este está reconocido en: 

 

¶ La Declaración Universal de Derechos Humanos 

¶ La Convención Americana de Derechos Humanos 

¶ El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

 

No obstante, al ubicarse Colombia en una situación de conflicto armado de más de 50 años y debido 

a su debilidad institucional ha sido más difícil garantizar el cumplimiento de este derecho.  

 

A manera de conclusión, cabe resaltar que es claro el vacío que hay respecto a la realidad y la situa-

ción actual sobre la garantía de este derecho en Colombia.  

  

J) Datos empíricos sobre el derecho a la libertad y seguridad personales: 

 

Establece la Corte Constitucional a través de su página web que:  

 

MŞƁ Ÿſ ƃŸƅǥƂŷƂ ŶƂƀƃƅŸƁŷżŷƂ ŸƁƇƅŸ 1992 Púltimo año de gobierno del expresidente Andrés 

PastranaP, la Corte expidió 33 sentencias de revisión de tutelas y de constitucionalidad en 

torno a la solicitud de protección al derecho a la libertad y seguridad personal, de un total de 

446 ƆŸƁƇŸƁŶżŴƆ ƃƅƂŹŸƅżŷŴƆ ŸƁ Ÿſ ǙƀŵżƇƂ ŷŸ ƃƅƂƇŸŶŶżǫƁ Ŵ ſżŵŸƅƇŴŷŸƆ ŹŴŶƈſƇŴŷŸƆ ƌ ſżŵŸƅƇŴŷŸƆ żƁ-

ƀƈƁżŷŴŷŸƆ, ƄƈŸ ƅŸƃƅŸƆŸƁƇŴƁ ƈƁ 7.39% ŷŸſ ƇƂƇŴſN. 

Para el siguiente mandato - presidencia de Álvaro Uribe Vélez- hubo un incremento de esta cifra:  

 

MŞƁ Ÿſ ƃŸƅǥƂŷƂ ŶƂƀƃƅŸƁŷżŷƂ ŸƁƇƅŸ ſƂƆ ŴǩƂƆ 2002 ƌ 2010 ŸƁ ŷŸƆŴƅƅƂſſƂ ŷŸ ſŴ ŷŸƁƂƀżƁŴŷŴ ũƂſǥ-

tica de Seguridad Democrática (PSD), que el entonces presidente Álvaro Uribe Vélez impulsó 

en búsqueda de la paz mediante la guerra a las guerrillas de las FARC, de un total de 471 sen-

tencias proferidas por la Corte, de acuerdo con la categorización de libertades facultades y 

libertades inmunidades, 83 de ellas versaron sobre el derecho a la libertad y seguridad perso-

ƁŴſ, ƅŸƃƅŸƆŸƁƇŴƁŷƂ Ÿſ 17.62% ŷŸſ ƇƂƇŴſN. 

Por otro lado, un estudio realizado en el año 2010 por parte de la profesora Viridiana Molinares Has-

san demuestra la protección de este derecho por parte de la Corte Constitucional. Cabe resaltar que 

para el momento en que se realiza dicha investigación, Colombia todavía era partícipe de un 35 



 

 

conflicto armado.  

 

Los siguientes gráficos hacen alusión a las políticas instauradas por los distintos gobiernos. El primero 

de ellos trata los años 1992 hasta el 2001, el segundo los años restantes hasta el 2010. Es así como, se 

llega a la conclusión que en la primera década de promulgación de la Constitución (1992-2001) se 

expidieron 446 sentencias de revisión de constitucionalidad (SC) y sentencias de revisión de tutelas 

(Ŭŭ): Ÿſ 24% ŷŸ ŸƆƇŴƆ ŶƂƅƅŸƆƃƂƁŷżǫ Ŵ ƃƅƂƁƈƁŶżŴƀżŸƁƇƂƆ ƆƂŵƅŸ ſŴ ſżŵŸƅƇŴŷ ƃŸƅƆƂƁŴſ. ŞƁƇƅŸ Ÿſ 2002 ƌ Ÿſ 

2010, se expidieron 471 sentencias, en este caso el 29.36% correspondieron a la libertad personal.  
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Por otro lado, debido al momento en que se realiza este análisis, dentro de la mayoría de la pobla-

ción afectada se encuentran: desmovilizados de la guerra, población desplazada por la violencia, ac-

tivistas de derechos humanos, sujetos de especial protección constitucional en razón a las labores 

que ejercen como periodistas, líderes sindicales, docentes y personas que prestan servicios públicos 

en zonas de conflicto, y sujetos amparados con medidas de protección de la CIDH. 

 

El siguiente gráfico muestra la disminución de sentencias en alusión a la libertad y seguridad perso-

nal  que hubo a partir del año 2011. Se cree que esta disminución se debe al cambio de gobierno y 

de políticas en alusión al conflicto armado.  

 

Por otro lado se muestran las estadísticas donde la Corte decidió revocar los fallos instaurados por 

otras jurisdicciones: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Estudio realizado por la profesora Viridiana Molinares Hassan 
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Por otro lado, en aras de obtener información más actualizada al respecto, se envió en derecho de 

petición al INPEC, solicitando información sobre el derecho sujeto de investigación. A continuación 

se presentará la respuesta otorgada: 

38 


